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Contexto de situación 

La contratación pública en el periodo 2021-2023 

El periodo 2021-2023 ha sido testigo de transformaciones significativas en el panorama de la 

contratación pública a nivel mundial y España no ha sido ajena a estas transformaciones. 

Impulsado por los desafíos sin precedentes de la pandemia de COVID-19, junto con el avance 

acelerado hacia la digitalización y la creciente demanda de prácticas sostenibles, este 

intervalo ha marcado un punto de inflexión en cómo los gobiernos y las entidades públicas 

abordan la adquisición de bienes, obras y servicios. 

Si utilizamos como referencia la herramienta que OIReScon ha desarrollado para proporcionar 

visualizaciones interactivas de la información sobre las licitaciones y adjudicaciones públicas1 

vemos como la contratación pública ha experimentado una fuerte recuperación desde el año 

2020 tanto en número de expedientes como en importe total licitado por las diferentes 

autoridades de contratación. Esta tendencia es coherente con el crecimiento del PIB del 15,2% 

que ha experimentado la economía española en 2021-2023 después del histórico descenso 

del 11,2% registrado en el año 20202 a causa del parón económico que supuso la pandemia. 

Durante el año 20213, el enfoque inmediato estuvo en responder a la crisis sanitaria global, lo 

cual se reflejó en un aumento sustancial en la contratación de productos médicos, equipos de 

protección personal y servicios relacionados con la salud. Según la Organización Mundial de la 

Salud (OMS), los contratos relacionados con la respuesta al COVID-19 representaron un 

porcentaje significativo del total de la contratación pública en muchos países, evidenciando 

una prioridad clara hacia la mitigación de los efectos de la pandemia. 

En 2022, la atención se desplazó gradualmente hacia la recuperación económica, con un 

énfasis particular en la sostenibilidad y la inclusión. Los gobiernos ampliaron el uso de criterios 

de sostenibilidad en sus procesos de contratación, buscando promover el desarrollo 

económico, social y ambiental. Este enfoque se vio reflejado en la creciente proporción de 

contratos que incluían requisitos de sostenibilidad, desde consideraciones medioambientales 

hasta el fomento de la igualdad de género y la promoción de la participación de pequeñas y 

medianas empresas (PYMES) en la cadena de suministro4. 

Para 2023, el panorama de la contratación pública continuó evolucionando hacia un enfoque 

más estratégico, donde la contratación no solo se ve como un proceso administrativo, sino 

como una herramienta clave para alcanzar objetivos de política pública más amplios como es 

el caso particular del fomento del empleo de personas con discapacidad y cuyo impacto es el 

objeto de esta evaluación. 

El comportamiento de la contratación reservada debe analizarse en el marco del contexto 

general de la economía, y lógicamente, todas las dimensiones de análisis de la presente 

evaluación lo tendrán en cuenta con su enfoque basado en datos y ejemplos concretos que 

ilustren las tendencias particulares observadas dentro del contexto general.  

 
1 https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Oirescon/Paginas/visor.aspx 
2 https://ine.es/prensa/pib_tabla_cne.htm 
3 https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2022/ias2022-modulo1.pdf 
4 https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2023/ias2023-modulo1.pdf 
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Antecedentes y necesidad de la evaluación 

La Confederación Nacional de Centros Especiales de Empleo (CONACEE)5 es una asociación 

sin ánimo de lucro, creada en el año 2000, como primera y más antigua patronal de España 

del sector. CONACEE concentra la representación de cerca de la mitad de los Centros 

Especiales de Empleo (CEEs) que operan en España y que están asociados a las diferentes 

Federaciones y Asociaciones territoriales de Centros Especiales de Empleo y empresas de 

inserción que la integran. 

CONACEE apoya a todos los Centros Especiales de Empleo que tienen cabida bajo el amplio 

concepto legal que establece nuestro ordenamiento jurídico, cualquiera que sea su forma 

jurídica u origen, y respeta la incorporación o no del ánimo de lucro y de la Iniciativa Social o 

Empresarial en el modelo de Centro Especial de Empleo que promueve y representa. 

La misión primordial de CONACEE es la de representar a los Centros Especiales de Empleo, 

así como fomentar la contratación laboral de personas con discapacidad. Su actividad se 

enfoca en el asesoramiento, mantenimiento y crecimiento de los Centros Especiales de 

Empleo con el fin de insertar laboralmente al mayor número de personas con discapacidad 

posible. Además, trabaja para dar a conocer la función que desempeñan estas entidades 

como insertoras socio-laborales y como agentes socio-económicos, con el fin de equipararlas, 

cada vez más, a las empresas ordinarias como opciones válidas de empleo.  

En el cumplimiento de su misión, CONACEE elaboró en el año 2018 un primer informe sobre 

el impacto durante esa anualidad de la nueva formulación de la reserva en la contratación a 

favor de Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social, la cuál entró en vigor en marzo de 

2018, tal y como se preveía en la Ley 9/20176, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público (LCSP). La aplicación de la nueva formulación de la reserva significó la exclusión de la 

contratación pública a los CEEs de iniciativa empresarial que operan en España, que en ese 

momento representaban más de la mitad de los Centros y el empleo para personas con 

discapacidad. 

En los años 2019 y 2020, se revisó, amplió y mejoró la metodología y se realizaron sendos 

trabajos de análisis y evaluación del impacto del régimen de la reserva de contratos a favor de 

Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social, con el fin de profundizar en el conocimiento 

y compresión de la situación y en los efectos producidos en la contratación pública por la 

modificación legislativa, introducida a través de la Ley 9/2017. Estos dos trabajos de 

evaluación permitieron obtener algunas importantes conclusiones acerca de los efectos 

observados para los operadores económicos, para las autoridades públicas y los 

ciudadanos y, sobre todo, para las personas con discapacidad como consecuencia del 

despliegue de la nueva legislación sobre la reserva de contratación. La conclusión principal fue 

que sólo se observaron efectos positivos para los Centros Especiales de Iniciativa Social, 

principales beneficiados de la medida, pero a costa de un importante número de efectos 

negativos para los ciudadanos, las personas con discapacidad y los Centros Especiales 

de Empleo de Iniciativa Empresarial. 

 
5 https://www.conacee.org/ 
6 https://www.boe.es/eli/es/l/2017/11/08/9/con 

https://www.conacee.org/
https://www.boe.es/eli/es/l/2017/11/08/9/con
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Durante el año 2023, CONACEE ha realizado una nueva edición del trabajo de análisis y 

evaluación del impacto del régimen de la reserva de contratos a favor de Centros 

Especiales de Empleo de Iniciativa Social, esta vez abarcando un periodo trianual que 

comienza en Enero de 2021 y termina en Diciembre de 2023. En la medida en que el año 

2020 fue singular en todos los aspectos debido a los efectos de la pandemia por Covid-19 y 

por supuesto para la economía en general y para la contratación pública en particular, 

estudiar un periodo de mayor estabilidad es de gran importancia para confirmar, 

corregir o matizar las conclusiones obtenidas en las evaluaciones previas. 

Para lograr este objetivo y que los resultados sean comparables, la presente evaluación ha 

utilizado una metodología equivalente, aunque mejorada, a la utilizada en 2019 y 2020 y ha 

completado la serie de indicadores existentes, para tres nuevos ejercicios comparables con los 

dos anteriores. De este modo, todas las conclusiones están sustentadas por una serie de 

datos que incluyen cinco años completos de aplicación de la reserva de contratación. 

Además, en la medida en que el despliegue de la reserva de contratación ha sido completado 

de forma progresiva por un mayor número de órganos de contratación y existen algunos 

estudios que analizan otros aspectos relacionados con dicha reserva, las conclusiones que 

se han obtenido tienen una mayor robustez metodológica, analítica y comparativa. 

Con estas bases el presente trabajo pretende, por una parte, contribuir a la mejor 

compresión de los efectos, tanto positivos como negativos, de la introducción de la 

modificación mencionada en la reserva en la contratación pública y, por otra parte, que esta 

compresión sirva de base para proponer mejoras basadas en las evidencias recogidas. 

Los Centros Especiales de Empleo 

De acuerdo con la definición que proporciona el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE) en 

su página web, los Centros Especiales de Empleo (CEE) son “empresas cuyo objetivo 

principal es el de proporcionar a los trabajadores con discapacidad la realización de un trabajo 

productivo y remunerado, adecuado a sus características personales y que facilite la 

integración laboral de éstos en el mercado ordinario de trabajo”.7 

Los CEEs para la inclusión laboral de las personas con discapacidad están regulados por el 

Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión 

social8, y cuya última actualización ha sido publicada el 9 de mayo de 2023. En particular, la 

sección tercera9 del Capítulo VI es la que está dedicada al empleo protegido. Tal y como 

establece el artículo 43 del citado Real Decreto, todos los CEE, como herramienta de 

integración laboral de las personas con discapacidad tienen: 

1. Un objetivo principal: la integración social y laboral de las personas con discapacidad 

mediante la incorporación de las mismas en la realización de una actividad 

productiva de bienes y servicios, participando regularmente en las operaciones del 

mercado. 

 
7 https://www.sepe.es/HomeSepe/Personas/encontrar-trabajo/empleo-para-personas-con-discapacidad/centros-especiales-empleo.html 
8 https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2013/11/29/1/con 
9 https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2013/11/29/1/con#s3 

https://www.sepe.es/HomeSepe/Personas/encontrar-trabajo/empleo-para-personas-con-discapacidad/centros-especiales-empleo.html


 

7 

 

2. Dos finalidades propias que son, (1) asegurar a las personas con discapacidad un 

empleo remunerado y (2) constituirse en medio de inclusión del mayor número de 

estas personas en el régimen de empleo ordinario. 

3. Y dos obligaciones, (1) prestar una serie de servicios de ajuste personal y social -a 

través de unas unidades de apoyo, específicas a estos fines- que sirvan para el 

desarrollo y formación en diferentes habilidades sociales y laborales que requieran los 

trabajadores con discapacidad y (2) mantener unas plantillas constituidas por el mayor 

número de personas trabajadoras con discapacidad que permita la naturaleza del 

proceso productivo, y en todo caso, de al menos el 70% de aquéllas. 

La Disposición Final Decimocuarta10 de la LCSP 9/2017 modificó esta regulación para crear un 

subtipo o subcategoría de CEE, los Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social, a 

través de un apartado cuarto que se añade al artículo 4311 de la citada Ley y que representa la 

última modificación sustancial de dicho artículo: 

Tendrán la consideración de Centros Especiales de Empleo de iniciativa social 

aquellos que cumpliendo los requisitos que se establecen en los apartados 1.º y 2.º de 

este artículo son promovidos y participados en más de un 50 por ciento, directa o 

indirectamente, por una o varias entidades, ya sean públicas o privadas, que no 

tengan ánimo de lucro o que tengan reconocido su carácter social en sus Estatutos, ya 

sean asociaciones, fundaciones, corporaciones de derecho público, cooperativas de 

iniciativa social u otras entidades de la economía social, así como también aquellos 

cuya titularidad corresponde a sociedades mercantiles en las que la mayoría de su 

capital social sea propiedad de alguna de las entidades señaladas anteriormente, ya 

sea de forma directa o bien indirecta a través del concepto de sociedad dominante 

regulado en el artículo 42 del Código de Comercio, y siempre que en todos los casos 

en sus Estatutos o en acuerdo social se obliguen a la reinversión íntegra de sus 

beneficios para creación de oportunidades de empleo para personas con discapacidad 

y la mejora continua de su competitividad y de su actividad de economía social, 

teniendo en todo caso la facultad de optar por reinvertirlos en el propio centro especial 

de empleo o en otros centros especiales de empleo de iniciativa social. 

De esta definición se deduce con claridad que la diferenciación, que se introduce en la nueva 

categoría de CEE de Iniciativa Social, no responde en realidad a sus objetivos fundacionales, 

que son equivalentes a los del resto de CEEs, que a estos efectos se identificarán 

indistintamente “de iniciativa empresarial” o “de iniciativa privada”, sino más bien a la forma en 

que se organiza su propiedad o estructura de titularidad o de los promotores del mismo 

y a la naturaleza jurídica de tales titulares o promotores. 

La inexistencia de datos accesibles para caracterizar el conjunto que representan los Centros 

Especiales de Empleo dificulta el análisis de los efectos de la reserva de contratación en uno 

de sus actores claves. Según datos proporcionados a través del Portal de Transparencia por el 

Ministerio de Trabajo y Economía Social a CONACEE, a 31 de diciembre de 2022, existían en 

 
10 https://www.boe.es/eli/es/l/2017/11/08/9/con#df-14 
11 https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2013/11/29/1/con#a43 
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España 2.417 Centros Especiales de Empleo que empleaban más de 124.244 personas, de 

las cuales 106.429 (85,66%) eran trabajadores con discapacidad. 

Sin atender a la calificación de los centros, estas cifras representa un crecimiento del 15,10% 

respecto al año 2018 en el número de centros y de un 18,41% en el número de trabajadores 

con discapacidad empleados en dichos centros. Estas cifras, sin duda son muy positivas para 

el colectivo de las personas con discapacidad y al menos en parte son atribuibles a un mayor 

despliegue de la reserva de contratación en la licitación pública española. 

Para analizar este crecimiento atendiendo a la calificación de los centros tenemos que 

excluir los datos de Cataluña debido a que desde el año 2021 en los datos que 

proporciona el SEPE todos los CEE de esta Comunidad están calificados como de 

Iniciativa Empresarial. Lamentablemente esta limitación no nos permite extraer conclusiones 

a nivel nacional, pero sí para el conjunto de todos los territorios, excepto Cataluña. 

 
Figura 1: Evolución de la Distribución de los Centros Especiales de Empleo en 2018-2022 

Como puede verse en la figura 1, si nos fijamos en la calificación de los centros observamos, 

por una parte, que el crecimiento desde 2018 es ligeramente superior en número de empleos 

(+21,42%) que en número de centros (+17,2%) cuando excluimos los datos de Cataluña y que 

la mayor parte de la contribución a este crecimiento proviene de los CEEs de Iniciativa Social 

(+35.05%) que han pasado de emplear a 33.325 personas con discapacidad en 2018 a 

emplear a 45.004 personas en 2022, siempre excluyendo los datos de Cataluña. Sin embargo, 

en el mismo periodo los CEEs de Iniciativa Empresarial apenas han crecido un 10,14%, 

pasando de emplear a 40.226 personas con discapacidad en 2018 a emplear a un total de 

44.303 personas al finalizar el año 2022 en todo el territorio nacional excepto Cataluña. 

Es razonable pensar, a la vista de los datos, que los beneficios de los que disfrutan los 

CEEs de Iniciativa Social en la contratación pública hayan sido uno de los factores que 

han provocado este cambio de tendencia en la contribución a la creación de empleo 

para personas con discapacidad, la cuál estaba claramente liderada por los CEEs de 

Iniciativa Empresarial con tasas de crecimiento superiores. 
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La evolución del número de CEEs que tenían la consideración de CEEs de Iniciativa Social (de 

acuerdo con el criterio de SEPE, definidos como aquéllos centros promovidos, participados 

mayoritariamente o en los que el poder de decisión general recae en entidades sin ánimo de 

lucro) también ha presentado un crecimiento mayor que en el caso de los CEE de Iniciativa 

Empresarial. En particular el número de CEEs de Iniciativa Empresarial ha crecido un 16,07%, 

pasando de 1257 centros en 2018 a 1459 en 2022, mientras que el crecimiento de los CEEs 

de Iniciativa Social ha sido 3,4 puntos superior (19,44%) en el mismo periodo, pasando de 638 

en 2018 centros a 762 en 2022. 

Desde el punto de vista del peso relativo en la creación de empleo para personas con 

discapacidad (excluyendo Cataluña), que podemos ver representado en la figura 2, cada año 

el peso de los CEEs de Iniciativa Social ha ido creciendo progresivamente, pasando de 

representar el 45,31% del empleo total para personas con discapacidad en 2018 hasta el 

50,39% en 2022. Los datos sugieren que la tendencia es sólida y que el cambio no se debe a 

ningún factor coyuntural. 

 
Figura 2: Distribución del empleo de personas con discapacidad por tipo de CEE entre 2018 y 2022 (excluyendo Cataluña) 

Si ahora observamos la misma distribución por CCAA (figura 3), vemos que el retroceso del 

peso de los CEEs de Iniciativa Empresarial no se produce en todas las comunidades, por la 

desigual composición del sector, pero sí que es significativo en un número muy amplio las 

mismas. Cabe destacar que en la mayor parte CCAA donde crece el peso de los CEEs de 

Iniciativa Empresarial (Asturias, Cantabria, La Rioja, Extremadura o Madrid), este crecimiento 

es muy pequeño, en general inferior a los cinco puntos porcentuales. Por el contrario en 

algunas CCAA donde crece el peso de los CEE de Iniciativa Social, se producen variaciones 

de hasta 30 puntos porcentuales (Aragón, Islas Baleares, Islas Canarias) lo que sugiere 

cambios muy importantes a en el sector a nivel regional. En otros casos como Navarra o País 

Vasco, la nueva reducción deja los CEEs de Iniciativa Empresarial en una presencia 

testimonial, inferior al 10% del total del empleo para personas con discapacidad. 
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Figura 3: Distribución del empleo de personas con discapacidad por tipo de CEE y  CCAA en 2018 y 2022 (excluyendo 

Cataluña, Ceuta y Melilla) 

Sin embargo. este crecimiento del empleo en los CEEs de Iniciativa Social (35,05%) es muy 

superior al experimentado por el número total de empleos para personas con discapacidad 

(21,42%) por lo que cabe preguntarse si la modificación de la reserva en vez de favorecer 

la generación de una mayor cantidad de empleo, lo que ha provocado es un efecto de 

trasvase desde los CEEs de Iniciativa Empresarial hacia los CEEs de Iniciativa Social o 

incluso una efecto de conversión de la fórmula jurídica de determinados CEEs de 

Iniciativa Empresarial en CEEs de Iniciativa Social. 

Para comprobar este último extremo y dado que no están disponibles de forma pública los 

datos de calificación individual de los CEEs que componen los datos agregados que hemos 

utilizado en esta sección hemos acudido a dos registros de CEE de CCAA que publican la 

calificación que dan a los CEEs y para los que tenemos disponibles información de 2020 y 

2023: País Vasco y Galicia. 

En ambos casos se han detectado un número significativo de conversiones en la calificación 

del CEEs que van en un único sentido, esto es de CEEs de Iniciativa Empresarial a CEE de 

Iniciativa Social. En País Vasco se han encontrado 7 casos de CEEs que en el año 2020 

figuraban registrados como de Iniciativa Empresarial y que en 2023 tienen la calificación de 

CEEs de Iniciativa Social. En el caso de Galicia hemos constatado que son 16 los CEE que 

han obtenido el cambio de calificación. Sin embargo no hemos detectado ningún caso en el 

que el cambio se haya realizado en sentido contrario. 

En caso del registro de Galicia se ha podido comprobar que 8 CEE han dejado de figurar en la 

lista de 2023, probablemente porque hayan cesado su actividad. De estos 8 CEE tan sólo 1 es  

de Iniciativa Social mientras que los otros 7 CEEs desaparecidos son de Iniciativa 

Empresarial. En el caso del Registro de País Vasco no se ha detectado ninguna desaparición. 

Aunque se trata de una muestra pequeña porque no se han podido conseguir datos fiables de 

otras CCAA, sí resulta significativo el número de conversiones, superiores al 10% del total 

de los centros registrados y que además estas conversiones sólo sean en uno de los dos 
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sentidos. Parece lógico concluir que un número relevante de CEEs han realizado la 

transición a CEEs de Iniciativa Social con el fin de poder acceder a la reserva de 

contratación pública que excluye a los CEE de Iniciativa Empresarial. 

Podemos concluir además, que el análisis de la evolución de la composición del sector a partir 

de los datos agregados proporcionados por el SEPE muestra un brusco cambio de 

tendencia en el crecimiento del empleo en CEE de iniciativa Social, tanto en número de 

centros como en número de empleados con discapacidad, a la vez que se reduce la 

contribución de los CEE de Iniciativa Empresarial en ambos indicadores.  

Este cambio de tendencia es atribuible por una parte, a las barreras que ha introducido la 

legislación para su participación en la contratación pública y por otra, al efecto de la más que 

probable tendencia a la conversión de la fórmula societaria de algunos CEEs de Iniciativa 

Empresarial con el fin cumplir los requisitos requeridos para obtener la calificación de CEEs de 

Iniciativa Social. 

Los datos sugieren que las barreras legislativas introducidas para el acceso de los CEE 

de iniciativa empresarial a la contratación pública, lejos a contribuir al empleo de las 

personas con discapacidad podrían estar limitando las posibilidades de generar 

operadores económicos más fuertes y con mayor capacidad de crecimiento. Este efecto 

negativo no parece estar compensado con ningún otro efecto positivo observado.  



 

12 

 

La reserva de contratación en la DA4 de la LCSP 

El Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP)12, en su Disposición Adicional 

Quinta “Contratos reservados”13, señalaba que la posibilidad de establecer una reserva en la 

contratación afectaba a todos los CEEs, sin hacer ninguna distinción explícita, reserva 

que, desde la modificación de 201514, devino obligada, haciéndose extensiva también a las 

empresas de inserción. 

Esta reserva limitativa del principio de libre concurrencia a favor de los Centros Especiales de 

Empleo en su conjunto, como parece evidente, introdujo una distorsión en el mercado, 

cuyo coste estaría justificado por un beneficio social de interés superior, como sería la 

integración laboral de los colectivos con discapacidad, según amparaba la propia 

Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo en su artículo 2015. 

El Anteproyecto de Ley de Contratos del Sector Público, por la que adaptaban al ordenamiento 

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 201416, aprobado por el Gobierno de España en abril de 

2015, recogía, en relación con la reserva en la contratación, una redacción similar a la que en 

septiembre de ese mismo año se incluyó en la modificación del Real Decreto Legislativo 

3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 

del Sector Público (TRLCSP), reseñada anteriormente. Por tanto, este Anteproyecto de Ley 

no incluía la limitación de la reserva de los contratos a CEEs exclusivamente de 

Iniciativa Social, y, en consecuencia, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 

(CNMC) no tuvo la oportunidad de manifestarse al respecto en su “Informe sobre el 

anteproyecto de ley de contratos del sector público”, expediente IPN/CNMC/010/1517. 

Finalmente, la “Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 

Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014”18 (en adelante, LCSP 9/2017) 

modificó el régimen de reserva de los contratos e incluyó la limitación en el acceso a 

dichos contratos en exclusiva a favor de los Centros Especiales de Empleo de Iniciativa 

Social -creados por la propia Ley- junto con las empresas de inserción. El proceso de 

tramitación registró un número de enmiendas (hasta 1.080) sin precedentes en lo que se 

refiere a su cantidad, incluidas las que, a través de las correspondientes enmiendas 

transaccionales, dieron lugar a la nueva redacción de la Disposición Adicional y Final a que se 

hace referencia. Es reconocido que en este proceso los grupos parlamentarios actuaron como 

correas de transmisión de enmiendas de grupos económicos y sociales19. 

 
12 https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2011/11/14/3/con 
13 https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2011/11/14/3/con#daquinta 
14 https://www.boe.es/eli/es/l/2015/09/09/31/con  
15 https://eur-lex.europa.eu/eli/dir/2014/24/oj 
16 https://www.obcp.es/sites/default/files/documentos/documentos_Anteproyecto-LCSP-Consejo-Ministros_0f7a7d77.pdf 
17 https://www.cnmc.es/expedientes/ipncnmc01015 
18 https://www.boe.es/eli/es/l/2017/11/08/9/con 
19 https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6887518.pdf  

https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2011/11/14/3/con#daquinta
https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2011/11/14/3/con#daquinta
https://www.boe.es/eli/es/l/2015/09/09/31/con
https://www.boe.es/doue/2014/094/L00065-00242.pdf
https://www.obcp.es/sites/default/files/documentos/documentos_Anteproyecto-LCSP-Consejo-Ministros_0f7a7d77.pdf
https://www.cnmc.es/expedientes/ipncnmc01015
https://www.boe.es/eli/es/l/2017/11/08/9/con
https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6887518.pdf
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Es, en concreto la Disposición Adicional Cuarta20, la que recoge las condiciones de la reserva, 

excluyendo de la competencia por dichos contratos reservados a todos aquellos 

Centros Especiales de Empleo que no encajen en la definición de la Disposición Final 

Decimocuarta de la Ley 9/2017, que modifica el texto refundido de la Ley General de 

derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado mediante Real 

Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre y que se incluye en este informe. Por tanto, la 

figura de los contratos reservados queda regulada en la Ley 9/2017, en su Disposición 

Adicional Cuarta, como sigue: 

Disposición adicional cuarta. Contratos reservados. 

1. Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros o del órgano competente en el ámbito de 

las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, se fijarán porcentajes 

mínimos de reserva del derecho a participar en los procedimientos de adjudicación 

de determinados contratos o de determinados lotes de los mismos a Centros 

Especiales de Empleo de iniciativa social y a empresas de inserción reguladas, 

respectivamente, en el texto refundido de la Ley General de derechos de las 

personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobada mediante Real 

Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, y en la Ley 44/2007, de 13 de 

diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción, que 

cumplan con los requisitos establecidos en dicha normativa para tener esta 

consideración, o un porcentaje mínimo de reserva de la ejecución de estos contratos 

en el marco de programas de empleo protegido, a condición de que el porcentaje de 

trabajadores con discapacidad o en situación de exclusión social de los Centros 

Especiales de Empleo, de las empresas de inserción o de los programas sea el 

previsto en su normativa de referencia y, en todo caso, al menos del 30 por 100. 

En el referido Acuerdo del Consejo de Ministros o del órgano competente en el ámbito 

de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, se fijarán las condiciones 

mínimas para garantizar el cumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior. 

El Acuerdo de Consejo de Ministros a que se refiere este apartado deberá 

adoptarse en el plazo máximo de un año a contar desde la entrada en vigor de 

esta Ley. Si transcurrido este plazo el Acuerdo de Consejo de Ministros no se 

hubiera adoptado, los órganos de contratación del sector público estatal deberán 

aplicar el porcentaje mínimo de reserva de 7 por ciento, que se incrementará hasta 

un 10 por ciento a los cuatro años de la entrada en vigor de esta Ley, sobre el 

importe global de los procedimientos de adjudicación de suministros y servicios 

incluidos en los códigos CPV recogidos en el anexo VI celebrados en el ejercicio 

anterior a aquel al que se refiera la reserva, en los términos indicados en el primer 

párrafo de este apartado. 

2. En el anuncio de licitación deberá hacerse referencia a la presente disposición. 

3. En los procedimientos de contratación en los que se aplique la reserva que 

establece esta disposición adicional no procederá la exigencia de la garantía 

 
20 https://www.boe.es/eli/es/l/2017/11/08/9/con#da-4 

https://www.boe.es/eli/es/l/2017/11/08/9/con#da-4
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definitiva a que se refiere el artículo 107 de esta Ley, salvo en los casos en los que 

el órgano de contratación, por motivos excepcionales, lo considere necesario y así 

lo justifique motivadamente en el expediente. 

El Tribunal Superior de Justicia (TSJ) de País Vasco consideró oportuno elevar una cuestión  

prejudicial al Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) sobre si la legislación nacional 

podía establecer requisitos adicionales, en este caso más restrictivos, a los indicados en la 

directiva europea. Dicha cuestión fue resuelta en la sentencia del TJUE (Sala 5ª) de 6 de 

octubre de 202121, indicando que “no se opone a que un Estado miembro imponga requisitos 

adicionales a los enunciados en dicha disposición, excluyendo así de los procedimientos de 

adjudicación de contratos públicos reservados a determinados operadores económicos que 

cumplan los requisitos establecidos en dicha disposición, siempre que dicho Estado miembro 

respete los principios de igualdad de trato y de proporcionalidad”. 

Sobre si el contenido de dicha disposición respeta los principios de igualdad de trato y 

proporcionalidad los propios órganos judiciales españoles no tienen un criterio unificado y 

existe sentencias en ambos sentidos. Algunas sentencias han considerado que la exclusión de 

los CEEs de Iniciativa Empresarial del acceso a los contratos reservados es contraria a los 

principios de igualdad de trato y proporcionalidad (Sentencia 215/2022 del TSJ del País Vasco, 

de 26 de mayo de 2022)22 y otras, por el contrario, han considerado que la opción del 

legislador no se presenta como arbitraria o carente de justificación (Sentencia 495/2022 del 

TSJ de Cataluña, de 14 de febrero de 2022)23 

En todo caso, sí conviene resaltar que, excepto las afirmaciones recogidas en la Enmienda 

Núm. 25 por el Grupo Parlamentario Confederal de Unidos Podemos-En Comú Podem-En 

Marea al Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público por la que incorporaban al 

ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 

2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 201424, en la investigación realizada para el 

presente trabajo no se ha encontrado ninguna justificación o datos comprobables 

señalados por parte del legislador, ni evidencia alguna, que, en el tramite normativo, 

avalen potenciales beneficios de la limitación adicional del principio de libre 

concurrencia introducida exclusivamente en favor de un único tipo de Centros 

Especiales de Empleo, los de Iniciativa Social, y en contra por tanto de aquellos que no 

cumplen este requisito, esto es, los CEEs de Iniciativa Empresarial. 

En este sentido, dado que dicha exclusión introduce una distorsión adicional en el mercado y 

un perjuicio potencial para un conjunto particular de operadores económicos, cabría 

preguntarse cuál es el beneficio adicional que se consigue para contribuir al 

cumplimiento de los fines de interés social que se persigue con la reserva. Y en 

 
21 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:62019CJ0598 
22 https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/645a4f1e536d3508a0a8778d75e36f0d/20220905 
23 https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/e6ad220dcc80b9ad/20220516 
24 https://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/A/BOCG-12-A-2-2.PDF#page=1 

“Además, proponemos diferentes mejoras: 

- Limitar el derecho de participación exclusivamente a entidades de iniciativa social, algo por completo coherente al espíritu de la reserva y su intención teleológica, 

así como con la excepción al principio de libre concurrencia. Por desgracia, la práctica y la realidad están demostrando la creación de Centros Especiales de 

Empleo con ánimo de lucro y sin una iniciativa social que las respalde, que operan sin ánimo solidario, maximizan beneficios, cuentan con una menor ratio de 

personal de apoyo, no realizan la debida adaptación de puestos de trabajo a personas con discapacidad y contratan a personas con discapacidad superior al 33 %, 

como marca la obligación legal, pero no a personas con discapacidad severa o superior al 65 %. A través de esta modificación planteada en la enmienda, se corrige 

un efecto no deseado y se dirige la reserva a aquellos centros especiales de empleo carentes de ánimo lucrativo.” 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:62019CJ0598
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/645a4f1e536d3508a0a8778d75e36f0d/20220905
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/e6ad220dcc80b9ad/20220516
https://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/A/BOCG-12-A-2-2.PDF#page=1
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concreto, cómo se consigue una mayor integración laboral de las personas con discapacidad 

respecto a la situación previa en la que podían concurrir libremente todos los tipos de Centros 

Especiales de Empleo a los contratos reservados. 

En esta línea se manifestó también la Autoritat Catalana de la Compètencia (ACCO) en la 

respuesta con Ref. ACCO.: CO 211/2020- Centres especials de treball25: 

En este sentido, desde una óptica de buena regulación, cabría haber analizado si tal 

opción, -esto es, la exclusión de los CEE de iniciativa privada del ámbito subjetivo de la 

Disposición adicional 4ª de la LCSP-, se hallaba justificada en base a los principios de 

necesidad, proporcionalidad y mínima distorsión. No obstante, tal justificación es 

desconocida por la ACCO puesto que, hasta donde ha podido analizar, no constan los 

motivos que llevaron al legislador a optar por tal exclusión o, en sentido contrario, a 

establecer una reserva únicamente a favor de una concreta tipología de CEE, junto con las 

empresas de inserción. 

Del mismo modo la Comisión Nacional del Mercado de la Competencia en su Informe sobre el 

Anteproyecto de Ley Integral de Impulso de la Economía Social (IPN/CNMC/011/23)26 

recomienda explícitamente que esta modificación “no debe distorsionar el buen 

funcionamiento de los mercados” y además incluye una serie de recomendaciones concretas 

que afectan expresamente a la contratación pública y a la reserva de la DA 4ª de la LCSP. En 

particular, respecto a la delimitación de los beneficiarios de la reserva manifiesta que: 

… en la medida en que se ha acotado la posibilidad de que solo un determinado perfil de 

operadores (CEE de iniciativa social y empresas de inserción) dentro del universo de 

entidades que acometen fines de integración de personas vulnerables puedan beneficiarse 

de la reserva de licitaciones públicas, se produce una restricción a la competencia que, más 

allá de sus implicaciones desde el punto de vista de su adecuación a la normativa de la UE 

de contratación pública (detalladas más arriba), presenta también implicaciones desde un 

punto de vista interno. 

Resulta fundamental en este sentido analizar al grado de concurrencia efectiva que se 

produce en la práctica con esta limitación en las diferentes licitaciones promovidas, 

verificando si aquella permite una asignación eficiente (buena relación calidad-precio) de 

los fondos públicos invertidos.  

De no ser así, en aras del principio de igualdad de trato y proporcionalidad reseñados por la 

jurisprudencia del TJUE, parece razonable poder ampliar el espectro de potenciales 

licitadores, siempre dentro de aquellas entidades que cumplan los objetivos de integración 

social que persigue la normativa a este respecto. 

En definitiva, la CNMC, recuerda al legislador que “los objetivos sociales deben ser obtenidos 

a  través del fomento de la competencia efectiva y no a costa de ella” y le insta a que verifique 

si la situación actual permite una asignación eficiente (buena relación calidad-precio) de los 

fondos públicos invertidos y en caso de que no sea así, que se amplíe el espectro de 

potenciales licitadores, siempre dentro de aquellas entidades que cumplan los objetivos de 

 
25 http://acco.gencat.cat/web/.content/80_acco/documents/arxius/actuacions/20200214_CO-211-2020_Centres-especials-de-treball_-versio-publica_CAST.pdf 
26 https://www.cnmc.es/expedientes/ipncnmc01123 

http://acco.gencat.cat/web/.content/80_acco/documents/arxius/actuacions/20200214_CO-211-2020_Centres-especials-de-treball_-versio-publica_CAST.pdf
https://www.cnmc.es/expedientes/ipncnmc01123
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integración social que persigue la normativa a este respecto. Esta tesis es precisamente la que 

se defendió en las conclusiones de las evaluaciones de impacto realizadas por CONACEE en 

2019 y 2020 a partir del análisis objetivo de los datos. 

Es por ello que, tal y como se recoge en la metodología y en coherencia con la línea de 

evaluación realizada en 2019 y en 2020, sigue sin considerarse objeto del presente trabajo el 

análisis jurídico de la compatibilidad de la vigente figura de los contratos reservados en 

España con las obligaciones de transposición de la legislación europea, sino más bien 

recoger evidencias que permitan evaluar los efectos de la fórmula elegida por el 

legislador español y comparar unas y otros con los ejercicios anteriores. 

Evaluación de Impacto 

En el trabajo realizado con los datos del periodo 2021-2023 se ha utilizado la misma 

metodología de evaluación de impacto que en los estudios realizados en los años 2019 y 

2020. Se considera que este es el enfoque más adecuado para contribuir con un análisis 

basado en datos a la resolución del problema objeto de estudio, esto es, si existe algún 

beneficio objetivo derivado de los requisitos y restricciones adicionales introducidos 

por la Disposición Adicional 4ª de la LCSP. 

Esta estabilidad metodológica permite además disponer de un serie de datos que abarca cinco 

años completos (2019-2023) para obtener hallazgos no sólo de los valores absolutos de los 

datos, sino de la tendencia que sugiera la evolución de los datos interanuales. 

La evaluación de impacto es uno de los métodos más habituales para apoyar la formulación y 

mejora de políticas públicas basándose en evidencias, lo cual es una buena práctica cada vez 

más comúnmente aceptada. De acuerdo con la definición del Banco Mundial, el objetivo 

general de un trabajo de este tipo es “evaluar de impacto de los cambios que se pueden 

atribuir a una intervención particular, como un proyecto, programa o política, tanto los 

previstos como, idealmente, los no deseados.”27 

En el caso de la reserva de contratos de acuerdo con la Disposición Adicional Cuarta de la 

LCSP, los efectos, tanto positivos como negativos, del cambio legislativo pueden analizarse, al 

menos, desde los siguientes tres puntos de vista:  

(1) el de los operadores económicos que resultan excluidos del principio de libre 

concurrencia, esto es, los CEE de iniciativa empresarial, 

(2) el de las autoridades públicas, en el cumplimiento de sus funciones de servicio a los 

ciudadanos y contribuyentes con la máxima eficiencia posible, y  

(3) el del colectivo de personas con discapacidad, cuya integración laboral se pretende 

favorecer con la contratación reservada y que deben ser el principal objeto de protección. 

Con una evaluación de impacto lo que se pretende, por tanto, es establecer un vínculo 

causal entre una intervención y un conjunto de resultados. En el marco del presente 

informe, la intervención sería la modificación que afecta a los contratos reservados introducida 

por la Ley 9/2017 y el conjunto de resultados las potenciales variaciones en los resultados de 

 
27 http://documentos.bancomundial.org/curated/es/478231485455706362/pdf/108270-SPANISH-Box402876B-PUBLIC.pdf 

http://documentos.bancomundial.org/curated/es/478231485455706362/pdf/108270-SPANISH-Box402876B-PUBLIC.pdf
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la adjudicación de la contratación pública reservada. El conjunto de resultados se analizará 

desde las tres perspectivas enumeradas y en concreto se intentará responder a preguntas 

tales como: 

(1) ¿qué impacto ha tenido la nueva legislación en los CEEs de Iniciativa Empresarial? 

(2) ¿qué impacto ha tenido la legislación en la gestión de las autoridades públicas y por 

tanto en los intereses de los ciudadanos? 

(3) ¿qué impacto ha tenido la legislación en la integración laboral de las personas con 

discapacidad? 

La presente evaluación de impacto ha tenido en cuenta los informes disponibles relativos a la 

supervisión de la contratación estratégica en 202028, 202129 y 202230 realizados por Oficina 

Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación (OIReScon) entre los años 

2022 y 2023. En dichos informes el objetivo principal es diferente ya que se busca 

fundamentalmente supervisar el cumplimiento de los acuerdos en los que se determina el 

porcentaje de reserva en cada ámbito autonómico y estatal. Sin embargo, las dificultades 

metodológicas son compartidas en gran medida, no habiéndose aportado en estas 

supervisiones soluciones sustancialmente mejores a las ya establecidas por la primera edición 

de la evaluación de impacto realizada por CONACEE en 2019. 

Además se ha tenido muy presente la recomendación realizada por la CNMC respecto al 

análisis del grado de concurrencia efectiva que se produce en la práctica con la limitación 

de la participación de los CEEs de Iniciativa Social en la contratación reservada con el fin de 

verificar una vez más si se produce una asignación eficiente (buena relación calidad-precio) de 

los fondos públicos invertidos. Por ello, se han reforzado los indicadores que analizan el 

grado de competencia, que en informes anteriores demostraban que la competencia había 

disminuido desde que se comenzó a aplicar la nueva formulación de la reserva, con el 

consiguiente perjuicio para ciudadanos, promotores de los CEEs de Iniciativa Empresarial, 

Autoridades públicas y, sobre todo, personas con discapacidad.  

 
28 https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informes-especiales-supervision/ies-contratacion-estrategica.pdf 
29 https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informes-especiales-supervision/ies-contratacion-estrategica2021.pdf 
30 https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informes-especiales-supervision/ies-contratacion-estrategica2022.pdf 

https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informes-especiales-supervision/ies-contratacion-estrategica.pdf
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informes-especiales-supervision/ies-contratacion-estrategica2021.pdf
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informes-especiales-supervision/ies-contratacion-estrategica2022.pdf
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Descripción de los resultados del análisis 

Análisis exploratorio del conjunto de datos de 2021-2023 

Durante el periodo que comienza el 1 de enero de 2021 y termina el 31 de diciembre de 2023, 

las autoridades públicas de todos los niveles (local, autonómico y estatal) han publicado en 

España información sobre la adjudicación de al menos 887 contratos reservados a Centros 

Especiales de Empleo explicitando tal reserva en el texto del anuncio (ver figura 4). Estos 

contratos han aparecido publicados en 686 anuncios diferentes, los cuales pueden haber 

publicado uno o varios de los contratos anteriores cada uno. En algunas ocasiones todos los 

contratos publicados en el mismo anuncio están sujetos a la reserva de contratación objeto de 

análisis, y en otras solo una parte de los contratos publicados en el mismo anuncio están 

sujetos a dicha reserva, pero en este análisis solo se consideran los contratos sujetos a 

reserva. En concreto en los anuncios analizados se publicaron un total de 1179 contratos, de 

los cuáles estaban reservados los 887 citados. Esto es, en los anuncios en los que hay alguna 

reserva, el 75% de los contratos está sujeto a dicha reserva. 

 
Figura 4: Principales magnitudes del conjunto de datos 2021-2023 

Si ponemos en comparación estos datos con los que utiliza OIReScon como base para su 

informe de supervisión vemos que a pesar de que los criterios metodológicos difieren en 

algunos aspectos, las cifras generales son comparables. En la edición de 2021 de dicho 

informe se registraron 227 contratos reservados frente a los 244 localizados por CONACEE y 

en la edición de 2022 del informe de supervisión se localizaron 219 contratos frente a los 294 

que ha localizado CONACEE. En cualquier caso, cifras que difieren en cantidades razonables 

que se pueden explicar por las diferentes decisiones metodológicas que haya podido tomarse 

y por la diferente sofisticación de los sistemas de búsqueda empleados. 

La cifra de contratos publicados en 2021-2023, que cerró el periodo con 349 contratos en 

2023, presenta un incremento sostenido respecto a la cifra registrada en 2020, el último año 

sujeto a análisis, cuando se registraron un total de 220 contratos. En particular, en 2023 se 

publicaron adjudicaciones de un 58,65% más contratos que en 2020, habiéndose registrado 

cada año del periodo crecimientos de dos dígitos entre el 10 y 20 por ciento. Este incremento 

podría explicarse en gran medida por el crecimiento de la economía y de los 

presupuestos públicos después del estancamiento experimentado en 2020 por la crisis 
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sanitaria y por el avance en el despliegue de la reserva de contratación a un mayor 

número de autoridades. 

Los 887 contratos fueron publicados y adjudicados por 352 autoridades contratantes 

diferentes, siendo muy estable la cifra de autoridades que han publicado contratos cada año 

(entre 150 y 155 autoridades) y muy similar a la registrada en 2020 (147 autoridades). 

Un total de 130 de los 887 contratos no llegaron a adjudicarse en los 3 años por diferentes 

motivos como el desistimiento de los procedimientos o la no recepción de ofertas válidas. Por 

tanto, el número de contratos realmente adjudicados que se han analizado en el periodo es de 

757. El porcentaje de contratos no adjudicados se mantiene en el entorno del 15% del total al 

igual que en ediciones anteriores como puede verse en la figura 5. Esta cifra es notablemente 

superior a la registrada con carácter general para el conjunto de todas las licitaciones ya que 

por ejemplo en el informe de OIReScon de 2022, esta cifra es inferior a 10%, aún siendo la 

más alta registrada en los informes de supervisión. Nótese que en 2022 también se registra la 

cifra más alta de la serie estudiada (16%). 

 
Figura 5: Resultado del procedimiento 

Los contratos han sido adjudicados a 289 compañías diferentes, siendo también muy estable 

la cifra de empresas que han recibido adjudicaciones de contratos cada año (entre 138 y 144 

empresas diferentes), y también comparable con la registrada en el año 2020 (126 

adjudicatarios diferentes). 

El importe total licitado en los contratos reservados en el periodo asciende a 243,269,924,64 € 

en los 887 contratos representados en la figura 6. En los 130 contratos que no fueron 

adjudicados el importe licitado fue de 22.301.642,73 €, aproximadamente el 9,16% del total 

licitado en los 3 ejercicios. 

 
Figura 6: Importe total licitado por resultado del procedimiento (adjudicado o no adjudicado) 
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El importe total adjudicado en los 757 contratos que finalizaron en adjudicación a 289 

operadores económicos diferentes fue de 189.779.428,67€, lo cuál representa un crecimiento 

constante cada ejercicio, pasando de los 59,07 M€ en 2021 a los 66,57 M€ en 2023. En 

cualquier caso cifras muy superiores a las registradas en 2020 cuando se adjudicaron unos 

34,5 M€, distribuidos en un total de 186 contratos. 

La distribución mensual de la publicación de las 887 adjudicaciones de contratos (incluidos los 

que han terminado no siendo adjudicados) se detalla en la figura 7. En la misma figura se 

observa claramente cómo cada año ha ido aumentando la publicación de adjudicaciones de 

contratos reservados hasta llegar a una media de 29 contratos mensuales en 2023. El último 

periodo analizado, estos es, el año 2020, registró una media de 18,33 contratos mensuales 

publicados, por lo que el incremento en el periodo 2021-2023 es importante. 

 
Figura 7: Distribución de las adjudicaciones según el mes de su publicación 

La distribución de los 887 contratos respecto a la Comunidad Autónoma en la que se 

encuentra la autoridad contratante que publica el contrato (sin tener en cuenta su valor 

económico) se recoge en la figura 8: 

 
Figura 8: Distribución de los contratos publicados por CCAA 
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Se observa que Cataluña destaca por ser la Comunidad Autónoma en la que se publicó el 

mayor número de adjudicaciones de contratos en el periodo 2021-2023 con un total de 262 

contratos al igual que lo fue en 2020 con 87 contratos. Sin embargo su peso relativo es menor 

por el aumento del resto de las comunidades, habiendo disminuido progresivamente desde el 

39,55% del total en 2020 al 31,23% registrado en 2023. En número de contratos publicados en 

el periodo 2021-2023 le siguen Castilla-La Mancha donde se publicó el resultado de la 

adjudicación de 106 contratos (10,91% del total) y un grupo de 6 Comunidades Autónomas 

donde se publicaron entre 50 y 75 contratos (Islas Baleares, Castilla y León, Madrid, 

Andalucía, Galicia y País Vasco). Entre las citadas 8 Comunidades Autónomas se concentra el 

82,18% del total de los 887 contratos. Respecto a periodos anteriores destaca el bajo número 

de contratos publicados en Navarra o Asturias y la progresión de Andalucía, Castilla-La 

Mancha y Castilla y León hacia un uso más continuado de la contratación reservada.  

 
Figura 9: Número de contratos por CCAA y año 

En la figura 9, en comparación con los periodos anteriores, se observa que en entre 2021 y 

2023 se ha producido una menor concentración de las contrataciones en unas pocas CCAA, a 

pesar de que Cataluña continúa concentrando una cantidad muy importante de la actividad. Es 

interesante destacar también que en todas las Comunidades Autónomas se ha publicado al 

menos una adjudicación de contrato reservado, ya que en el periodo anterior no se habían 

registrado publicaciones en algunas de ellas. 

Recordamos sin embargo que el número de contratos y el importe licitado y adjudicado no 

siempre tienen relación de proporcionalidad, esto es, que en una comunidad se liciten más 

contratos no necesariamente significa que el importe licitado en dicha comunidad sea elevado. 

En la figura 10 se representa esta dispersión donde destacan principalmente Andalucía y 

Madrid por ser las regiones donde se adjudican contratos de mayor importe medio (por encima 

de los 600,000 €) y Castilla-La Mancha, Islas Baleares y Aragón por ser regiones donde se 

adjudican muchos contratos, pero de un importe medio relativamente más bajo (muy debajo 

de los 100.000 €). En la mayor parte del resto de las regiones, incluyendo Cataluña, la relación 

es más constante y se encuentra en la banda que va entre los 150.000 y los 300.000 €. 
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Figura 10: Importe adjudicado respecto al número contratos en cada CCAA 

Datos sobre la fórmula para expresar la reserva 

En el periodo 2021-2023 se observa un crecimiento muy importante de la aparición explícita 

de la mención a la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP en el texto del anuncio publicado 

en las plataformas de contratación y perfiles del contratante. 

De los 887 contratos analizados, se identifican tan solo 452 (50,95%) que mencionan 

explícitamente la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP en el anuncio, que recordamos es 

una de las obligaciones de la LCSP, mientras que en el resto no se hace referencia a la 

misma. Si analizamos esta cifra para cada año (ver figura 11) vemos que el crecimiento ha 

sido progresivo desde el 40,98% en 2021 hasta el 56,16% en 2023. Debemos tener en cuenta 

que en el último periodo analizado esta mención solo se encontraba presente en el 30% de los 

contratos por lo que se ha producido un importante despliegue de la forma de 

identificación de la reserva en cumplimiento de una de las obligaciones que aparece 

explícitamente señalada en la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP y que ello es 

incluso objeto de supervisión y fiscalización por los órganos de supervisión. 

 
Figura 11: Mención explícita a la DA 4 en el texto del anuncio 
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En el periodo 2021-2023 se sigue detectando una elevada heterogeneidad en la forma de 

expresar los textos que identifican la reserva a Centros Especiales de Empleo en los anuncios 

de licitación. Por ejemplo, la reserva puede mencionar a Centros Especiales de Empleo de 

Iniciativa Social, a Centros Especiales de Empleo, sin especificar explícitamente si deben 

cumplir la condición de ser de Iniciativa social o no mencionar nada más que a la disposición 

adicional cuarta de la LCSP. Además, se han encontrado ejemplos de cualquiera de las 

fórmulas y combinaciones de las mismas. 

Esta cuestión no favorece la toma de decisiones por parte de los licitantes en la identificación 

de las oportunidades, ni la propia exploración de los datos en los análisis ex-post, ni por 

supuesto, la seguridad jurídica de los procedimientos de contratación. 

Como vemos en la figura 12 el número de contratos que menciona de forma explícita a 

Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social ha seguido creciendo hasta el 64,18% en 

2023, alcanzando su pico en 2022 donde el 78,91% de los contratos se licitaron reservados de 

forma explícita para Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social. De este modo se 

refuerza en este periodo la tendencia a limitar la participación de los Centros Especiales 

de Empleo de Iniciativa Privada en la contratación pública reservada para Centros 

Especiales de Empleo. 

 
Figura 12: Evolución del número de contratos con respecto al tipo de CEE al que se refieren explícitamente en el anuncio 

 
Figura 13: Evolución del importe licitado con respecto al tipo de CEE al que se refieren explícitamente en el anuncio 
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Este efecto es aún mayor cuando analizamos el importe licitado (ver figura 13) en estos 

contratos que en 2023 llega a estar reservado en un 70,13% (63,63 M€ de un total de 

90,73M€) para  Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social. 

En la figura 14 se representa para los años 2021, 2022 y 2023 la distribución de los contratos 

publicados en función de estas las dos variables analizadas: mención explícita a la DA cuarta y 

tipo de CEE mencionado explícitamente. Podemos ver la tendencia combinada a aumentar la 

mención explícita a la Disposición Adicional Cuarta y en todos casos a mencionar de forma 

explícita en el anuncio que el contrato está reservado a Centros Especiales de Empleo de 

Iniciativa Social, exista o no mención a la DA 4ª de la LCSP. 

 

Figura 14: Distribución de los contratos en función de la mención a la DA4 de la LCSP y el tipo de CEE al que se refieren 

explícitamente en el anuncio 

De forma agregada en el periodo 2021-2023, en 595 contratos (67,36%) se menciona 

explícitamente que el contrato está reservado a CEE de Iniciativa Social y en 292 (32,91%) se 

menciona que el contrato está reservado a Centros Especiales de Empleo de forma genérica, sin 

mencionar que deban ser de Iniciativa Social. Si bien en el periodo anterior se observó un 

crecimiento muy importante de la mención explícita a la reserva para Centros Especiales de 

Empleo de Iniciativa Social, en este periodo aunque crecen las dos menciones, se observa un 

mayor crecimiento de la mención explícita a la DA 4ª de la LCSP, lo cuál supone un menor 

espacio para la Contratación de Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Empresarial 

tanto en número de contratos como en volumen económico de la contratación. 

Es destacable también que en el periodo 2021-2023 ha aumentado significativamente el 

número de contratos en los que se menciona la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP, pero 

no se cita a los Centros Especiales de Empleo explícitamente. En esta modalidad se utilizan 

formulaciones en la reserva tales como tales como: “Reservado, disposición adicional 4ª 

LCSP”31, “Contrato Reservado conforme a la Disposición Adicional 4ª de la LCSP”32. Esta 

fórmula predomina principalmente en las Comunidades Autónomas de Andalucía y Madrid 

donde se han encontrado 24 contratos y en menor medida en País Vasco, Baleares y Galicia. 

En su conjunto los 56 contratos encontrados representan el 6,3% del total analizado pero se 

 
31 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=88VJYR%2BBtSBvYnTkQN0%2FZA%3D%3D 
32 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=JPDaGGyCHURvYnTkQN0%2FZA%3D%3D 

https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=88VJYR%2BBtSBvYnTkQN0%2FZA%3D%3D
https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=JPDaGGyCHURvYnTkQN0%2FZA%3D%3D
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observa una tendencia creciente que termina en 2023 muy cerca del 7%, cuando en 2020, 

último periodo analizado representaban tan sólo un 3% del total. 

A efectos del análisis estas observaciones se han clasificado conjuntamente con aquellos 

contratos en los que se menciona explícitamente a los CEEs de Iniciativa Social, por ser éste 

el propósito que persigue la aplicación de la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP.  

En el periodo 2021-2023, por tanto, sigue siendo relevante la cantidad de contratos que se 

licitan con una fórmula ambigua en el anuncio respecto al tipo de operadores 

económicos que pueden presentar una propuesta en los mismos.  

Por ejemplo, el número de contratos que se reservan a CEEs sin especificar si deben ser de 

Iniciativa Social y sin mencionar la DA 4ª ha sido un 17,47% del total (155 contratos) y el 

importe total de los mismos ha representado un 16,99% del total (32,22 M€). Recordemos que 

el número de contratos que se publicaron en esta situación en 2020 fue del 34,09% por lo que 

esta cifra constata de nuevo el retroceso en el espacio que se ofrece a los CEEs de 

iniciativa empresarial en el ámbito de la contratación pública. 

Del mismo modo, se mantiene estable el número de contratos reservados a CEEs de Iniciativa 

Social que no hacen referencia explícita a la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP en el texto 

del anuncio. Como puede verse en la figura 14 en el conjunto del periodo han representado un 

31,56% (280 contratos), porcentaje equivalente al registrado en el año 2020 (35,90%). 

Por tanto la pregunta de si pueden ser licitados por CEE de iniciativa empresarial estos 

contratos debido a la ambigüedad con que se expresa el requisito de información en los 

anuncios sigue siendo relevante. Esta cuestión ya se puso de manifiesto en el informe de 

supervisión de la contratación pública en España publicado por OIReScon33 en Diciembre de 

2020 respecto a la supervisión de la contratación pública estratégica en el año 2019 aunque 

posteriormente no haya vuelto a ser objeto de supervisión en el periodo 2020-2022. 

En la figura 15 podemos ver la distribución de estas dos variables en cada CCAA y observar la 

gran variabilidad que existen entre regiones, lo cuál podría contribuir aún más a la confusión 

de los operadores económicos. Es notable la gran diferencia en el criterio empleado en las dos 

CCAA donde más contratos se han publicado, Cataluña y Castilla-La Mancha. En la primera la 

mayor parte de los contratos no mencionan expresamente la Disposición Adicional Cuarta 

(71,37%) mientras que en la segunda sólo el 5,66% de los contratos aparecen publicados sin 

dicha mención. Respecto a la mención explícita a los CEEs de Iniciativa Social, tan sólo en 

dos Comunidades Autónomas se publican la mayoría de los anuncios sin dicha mención: 

Cantabria (57,14%) y Madrid (59,32%). 

 
33 https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2020/ias-2020.pdf 

https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2020/ias-2020.pdf
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Figura 15: Distribución de la mención explícita a la DA 4 y al tipo de CEEs que puede licitar en cada CCAA 

Al igual que en periodos anteriores se han detectado casos en los que el mismo contrato, 

publicado en diferentes plataformas, el anuncio expresa la reserva de contratación de formas 

diferentes. Del mismo modo el campo normalizado que existe en algunas plataformas para 

identificar el anuncio dentro de la categoría “Reserva social” no garantiza la coherencia con la 

naturaleza de contrato reservado una vez examinado el anuncio en cuanto a que la reserva se 

mencione de forma explícita en el anuncio. 

Por ejemplo, este contrato34 del Patronat Municipal d'Esports de Tarragona publicado en la 

Plataforma de Contratación de la Generalitat de Cataluña (PSCPC) no especifica en el 

anuncio que se trata de un contrato reservado a Centros Especiales de Empleo de Iniciativa 

Social (aunque sí lo hace en el documento completo del pliego35). Sin embargo, en la 

publicación del anuncio en el DOUE36, de acuerdo con las obligaciones de publicidad vigentes, 

sí incluye esta información de forma explícita. En coherencia con este error en el primer 

anuncio, en la PSCPC el campo específico “Reserva social” figura en “No” mientras que en el 

DOUE el apartado normalizado sí indica que se trata de un contrato reservado. 

En coherencia con la metodología empleada en informes sobre periodos anteriores, a efectos 

del presente informe se ha considerado que en el periodo 2021-2023, al menos, en 732 

contratos (82,52% del total sin tener en cuenta su valor económico) se excluye 

explícitamente la participación de los CEE de iniciativa empresarial, bien porque se 

menciona de forma explícita que están reservados a CEE de Iniciativa Social, o bien 

porque se menciona que la reserva se realiza según la Disposición Adicional Cuarta de 

la LCSP (ver figura 16).  

 

 
34 https://contractaciopublica.cat/ca/detall-publicacio/102caa0e-a7ca-81e3-fbc2-b12ec7de7f8d/72154155 
35 https://contractaciopublica.cat/portal-api/descarrega-document-antic/72154155/43b019444771309f2c741812d77d27a6 
36 https://ted.europa.eu/es/notice/-/detail/125942-2021 

https://contractaciopublica.cat/ca/detall-publicacio/102caa0e-a7ca-81e3-fbc2-b12ec7de7f8d/72154155
https://contractaciopublica.cat/portal-api/descarrega-document-antic/72154155/43b019444771309f2c741812d77d27a6
https://ted.europa.eu/es/notice/-/detail/125942-2021
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Figura 16: Evolución de los contratos que excluyen la participación de CEE de iniciativa empresarial. 

Esta exclusión explícita, por tanto ha crecido sustancialmente desde el 65% del total de 

los contratos observado en 2020, hasta el 82,52%, confirmando la tendencia de años 

anteriores hacia una mayor exclusión de la iniciativa empresarial en los contratos 

reservados y situando la cifra muy cerca de la exclusión total de la contratación pública. 

Esta conclusión se refuerza notablemente si observamos en la figura 17 la evolución del 

importe licitado en los contratos que excluyen a los CEEs de Iniciativa Empresarial ya que en 

los dos últimos años la reserva explícita a CEE de Iniciativa Social ha superado el 90% 

de valor licitado. 

 
Figura 17: Evolución de los importes licitados que excluyen la participación de CEE de iniciativa empresarial. 

Como vemos en la figura 18 existen grandes diferencias entre Comunidades Autónomas, 

siendo Cataluña la única que mantiene por el momento una parte del volumen de la 

contratación reservada, en principio, potencialmente accesible para los Centros Especiales de 

Empleo de Iniciativa Empresarial ya que licitó cerca de 15 M€ con una fórmula de reserva 

genérica en el periodo 2021-2023. 
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Figura 18: Evolución de los importes licitados  que excluyen la participación de CEE de iniciativa empresarial por 

CCAA 

Datos sobre los importes de los contratos 

El importe total adjudicado (189.779.428,67 €) en los 757 contratos 

que finalizaron en adjudicación durante el periodo 2021-2023 se 

muestra en la figura 21 distribuido según el mes en el que fue 

publicada cada adjudicación y en la figura 19 agrupado por años. No 

se observa un patrón claro a lo largo de los años que permita extraer 

conclusiones sobre la estacionalidad de la adjudicación de los 

contratos. Tampoco se observa un patrón comparable con el número 

de contratos publicados (figura 7) debido a la variabilidad del volumen 

económico de los contratos analizados. 

El importe adjudicado ha crecido 

significativamente entre 2020 (34,51 M€) y 

2021 (59,07 M€) y desde ese año el 

crecimiento ha sido continuo pero más 

moderado hasta finalizar el año 2023 por 

encima de los 65 M€. 

El importe licitado en estos 757 contratos 

ha experimentado un comportamiento muy similar, como se observa 

en la figura 20 hasta llegar a superar los 81 M€ en 2023, para 

acumular casi 221 M€ en el conjunto de los 3 ejercicios.  

 

 

 

Figura 19: Distribución del 

importe total adjudicado por año 

Figura 20:  Distribución del 

importe total licitado por año 
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Figura 21: Distribución del importe total adjudicado según el mes de su publicación 

Tal y como se observa en la figura 22, el peso económico de la adjudicación en Cataluña es 

coherente con el número de contratos adjudicados y en todo caso muy inferior al registrado en 

el periodo anterior de análisis. El importe total adjudicado en las 5 CCAA (151.340.801,92 €) 

que han publicado contratos por valor de más de 10 M€ (Cataluña, Andalucía, Madrid, Galicia 

y País Vasco) concentra el 79,74% del importe total adjudicado en el periodo 2021-2023. 

Respecto al periodo anterior se observan algunos cambios en el peso de las CCAA donde 

mayores importes se publican y adjudican ya que sólo 3 de las 5 que más importe adjudicaron 

en 2020 se mantienen en este grupo, mientras que otras dos, Galicia y Andalucía se han 

incorporado en este periodo. En coherencia con la cifra acumulada, en todos los casos 

importes anuales son muy superiores a los registrados en el periodo anterior. 

 

Figura 22: Distribución del importe de los contratos adjudicados por CCAA 

El importe medio de los 757 contratos adjudicados en 2021-2023, representado en la figura 

23, supera los 186.000 €, un importe prácticamente idéntico al registrado en el 2020 aunque 

es necesario tener en cuenta que las variaciones anuales y por CCAA sí son significativas si 

se analizan de forma independiente. 
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Figura 23: Importe medio adjudicado por CCAA 

Un total de ocho CCAA han registrado valores por encima de esta media y sólo dos de ellas 

(Madrid y Andalucía) destacan por haber licitado contratos de un valor muy superior a la 

media. Los datos sugieren que el despliegue de las obligaciones relacionados con la reserva 

están bastante estabilizadas en cuanto al tipo de contratos que se reservan y que cada vez 

más Comunidades se van incorporando a las prácticas que ya demostraban las Comunidades 

más avanzadas en el periodo anterior.  

En la figura 24 se ve reforzada esta conclusión y puede observarse cierta estacionalidad en 

los volúmenes licitados por las CCAA  (p.e. Madrid que en 2022 licita importes mucho más 

elevados que en 2021 y 2023 o Andalucía que experimenta el mismo comportamiento en 

2023) debido a que determinados contratos se licitan por importes elevados pero con periodos 

de ejecución plurianuales. 

 

Figura 24: Importe adjudicado por CCAA y añoRecuérdese, de cara a interpretar los datos, que la 

contratación y datos recogidos en este informe se corresponden a procedimientos de los 

ejercicios 2021-2023, pero que una parte importante de los contratos tienen una duración 

plurianual. 

Datos sobre los tipos de contratos 
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Al igual que en periodos anteriores, un número elevado de los contratos analizados se 

publican clasificados en más de un código del vocabulario común de contratación pública 

CPV37. Siguiendo el criterio de ediciones anteriores, en la figura 25 representamos los 

epígrafes en los que se han publicado al menos 10 contratos en el periodo 2021-2023 para los 

primeros dos dígitos del primero de los códigos de cada contrato. La mayor parte de las 

adjudicaciones (60,36%) se sigue publicando en una de estas 3 categorías: “Servicios de 

alcantarillado, basura, limpieza y medio ambiente” (26,28%), “Servicios agrícolas, forestales, 

hortícolas, acuícolas y apícolas” (18,89%) y “Otros servicios comunitarios, sociales o 

personales” (15,19%). Sin embargo, vemos que la concentración ha vuelto a reducirse hasta 

los valores registrados en 2019, incluso en la desagregación anual, por lo que 2020 puede 

considerarse una anomalía ya que dicha concentración superó el 70%. 

 

Figura 25: Distribución del número de contratos por código CPV de 2 dígitos 

Llama la atención la aparición de la categoría “Prendas de vestir, calzado, artículos de viaje y 

accesorios” a partir del año 2022 convirtiéndose directamente en la cuarta categoría por 

número de contratos (74 en dos años) cuando en los años anteriores ni siquiera había 

aparecido. Es posible que se trate de un nuevo nicho de servicios donde los centros 

especiales de empleo aportan eficiencia a los servicios públicos prestados desde las 

administraciones públicas. 

Atendiendo al importe total adjudicado por cada código CPV en el que se han licitado al menos 

2 M€ (figura 26), se evidencia que también éste se concentra en un porcentaje equivalente 

(60,90%) en los mismos códigos CPV: “Servicios de alcantarillado, basura, limpieza y medio 

ambiente” (26,03 %), “Servicios agrícolas, forestales, hortícolas, acuícolas y apícolas” (18,09 

%) y “Otros servicios comunitarios, sociales o personales” (16,78 %). En el caso de la 

categoría “Prendas de vestir, calzado, artículos de viaje y accesorios”, vemos que no aparece 

en el gráfico porque se trata de contratos de muy bajo importe o incluso que en ocasiones se 

 
37 Common Procurement Vocabulary: https://www.hacienda.gob.es/es-

ES/Areas%20Tematicas/Contratacion/Junta%20Consultiva%20de%20Contratacion%20Administrativa/Paginas/CPV.aspx 

https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Areas%20Tematicas/Contratacion/Junta%20Consultiva%20de%20Contratacion%20Administrativa/Paginas/CPV.aspx
https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Areas%20Tematicas/Contratacion/Junta%20Consultiva%20de%20Contratacion%20Administrativa/Paginas/CPV.aspx
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prestan de forma gratuita para las administraciones a cambio de la propiedad de los residuos 

recogidos. 

No siempre los contratos aparecen clasificados en uno de los códigos previstos en el anexo 

VI38 de la LCSP por lo que, en consecuencia, para poder acceder a la contratación amparada 

en la reserva no es suficiente con que el operador económico monitorice únicamente aquellas 

oportunidades que aparecen clasificadas en estos 119 códigos CPV. Es precisamente el caso 

de los mencionados contratos licitados en la categoría “Prendas de vestir, calzado, artículos de 

viaje y accesorios” (CPV 18110000), que no es una de las previstas en la LCSP. 

 
Figura 26: Importe total adjudicado por código CPV de 2 dígitos  

 

Datos sobre el número de licitantes 

Si representamos los 887 contratos analizados en función del número de licitantes que 

presentaron oferta (figura 27), se observa que el 55,69% (494) de los procedimientos 

analizados recibieron 1 única oferta o no recibieron ninguna. Esta cifra está en línea con los 

valores registrados en periodos anteriores, siempre en torno al 60% por lo que parece que 

durante este trienio no se ha corregido el problema de falta de competencia en los 

contratos sujetos a reserva. 

 
38 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2017-12902#av-2 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2017-12902#av-2
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Figura 27: Número de ofertas recibidas en los contratos adjudicados y no adjudicados 

En particular la media de ofertas recibidas en los procedimientos adjudicados en el periodo 

2021-2023 fue de 2,49 ofertas por procedimiento, esto es, muy inferior a la registrada en el 

conjunto de la contratación pública española, que según los datos publicados por OIReScon 

fue de 3,41 ofertas en el mismo periodo. 

De nuevo se observa que en el periodo 2021-2023 la mayor parte de los 415 procedimientos 

que solo recibieron una única oferta (378) sí fueron adjudicados, a pesar de que la autoridad 

contratante no tuvo la oportunidad de elegir entre varias alternativas. Esto significa que el 

49,93% de los contratos que finalizaron en adjudicación (378 de 757) fueron adjudicados sin 

competencia real, con varias Comunidades Autónomas (ver figura 28) en las que la cifra 

superó el 70% (Aragón, País Vasco o Asturias) si atendemos al número de procedimientos y 

algunas más, además de las citadas, si atendemos al importe licitado (Comunidad Valenciana, 

y Galicia). Las cifras son muy similares si incluimos también los procedimientos que no 

pudieron finalizar en adjudicación. Como es lógico, la media de ofertas registradas en cada 

procedimiento es muy baja en todos los casos citados: 1,31 en Aragón, 1,27 en País Vasco y 

1,32 en Asturias. 

 
Figura 28: Ofertas recibidas por CCAA en los contratos adjudicados para los procedimiento licitados y para los importes 

licitados 
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Si observamos la evolución anual agregada (ver figura 29) vemos que lejos de corregirse el 

problema de competencia y a pesar de que ha aumentado sustancialmente el número de 

contratos licitados en el periodo, el número de procedimientos que recibe más de una oferta 

no deja de disminuir, habiendo alcanzado el mínimo en 2023, cuando tan sólo el 42,98% de 

los procedimientos licitados recibieron más de una oferta. 

También se registraron en 2021-2023 un 

total de 79 contratos (8,90%) que no 

recibieron ninguna oferta y, como es 

evidente, no pudieron ser adjudicados, con 

el consiguiente perjuicio a los intereses de 

los ciudadanos y de los CEEs, pero sobre 

todo de las personas con discapacidad 

que no tuvieron la oportunidad de acceder al 

empleo correspondiente a través del Centro 

Especial de Empleo que hubiera ejecutado 

tal contrato. 

 

Datos sobre los contratos no adjudicados 

En el periodo 2021-2023 un total de 130 contratos 

(14,65%) han sido publicados con un resultado de no 

adjudicación (ver figura 30). De estos 130 casos, en 102 

(78,46%) el procedimiento ha sido declarado desierto 

bien porque no había ninguna oferta o porque  ninguna 

de las recibidas cumplía las condiciones requeridas. Esta 

distribución es prácticamente idéntica a la registrada en 

2020 donde también se constató la adjudicación del 85% 

de los procedimientos iniciados. Sin embargo, es 

necesario tener en cuenta que al haber crecido 

sustancialmente el número de procedimientos el 

impacto del número de las no adjudicaciones es 

mucho mayor. 

Se observa asimismo en la figura 27, que cuanto mayor 

es el número de ofertas recibidas en un procedimiento, 

menor es la probabilidad de que el procedimiento finalice sin adjudicación. La práctica 

totalidad de las no adjudicaciones se concentra en casos en los que se ha recibido 2 

ofertas o menos (98,4%) y el 89,2% de los casos corresponde a procedimiento donde se 

ha recibido una oferta o ninguna. Estas cifras corroboran los resultados de evaluaciones 

anteriores. 

Los motivos por los que los procedimientos se declaran desiertos son múltiples, pero sigue 

siendo frecuente el caso en el que las mesas de contratación declaran que algunos o todos los 

licitadores “no cumple con la condición de estar promovidos y participados en más de un 50%, 

Figura 29: Distribución del número de ofertas recibidas en los 

procedimientos 

 

Figura 30: Contratos por estado de finalización 
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directa o indirectamente, por una o varias entidades, ya sean públicas o privadas, que no 

tengan ánimo de lucro o que tengan reconocido su carácter social en sus Estatutos” como, por 

ejemplo, en este caso de la Mutua de Accidentes Mutualia en el Lote 239.  

Todos los casos en los que no se puede adjudicar un contrato tienen un coste social y 

económico ya que un servicio deja de prestarse. Sin embargo, estos casos representan un 

coste de oportunidad mayor si cabe para las personas con discapacidad, ya que 

existiendo un operador capaz de prestar el servicio y habiendo cumplido todas las condiciones 

técnicas, el contrato no se adjudica por la restricción adicional que introdujo la DA 4ª. En 

definitiva en estos casos se manifiesta un efecto muy negativo de la introducción de la 

reforma legislativa que además es contrario a la motivación que se pretende conseguir: 

el fomento del empleo 

de las personas con 

discapacidad. 

Si se analiza la 

distribución del resultado 

de los procedimientos en 

el periodo 2021-2023 por 

CCAA (figura 31) se 

identifica que cuatro 

CCAA (Aragón,  

Extremadura, Islas 

Baleares y Castilla y 

León) tienen tasas de 

adjudicación inferiores al 

80%, esto es, más del 

20% de los procedimientos publicados terminaron en no adjudicación. Estos 4 casos junto con 

País Vasco son los que representan una mayor desviación respecto a la media  y una posible 

explicación podría estar en la menor disponibilidad en estas CCAA de operadores económicos 

con la calificación adecuada para algunos tipos de servicios. Como hemos visto anteriormente 

Aragón y País Vasco están entre las comunidades que menor número medio de ofertas han 

registrado en los procedimientos, lo que vendría a corroborar esta hipótesis. 

En comparación con periodos anteriores, no se observa una concentración de los procesos no 

finalizados satisfactoriamente en un conjunto concreto de CCAA, lo cual podría explicarse por 

una mayor madurez general la ejecución de los procesos de contratación sujetos a reserva. 

Datos sobre los adjudicatarios 

Durante el periodo 2021-2023, un total de 289 operadores diferentes obtuvieron la 

adjudicación de los 757 contratos que finalizaron el procedimiento en una adjudicación. En 

2021 fueron 138 operadores diferentes, en 2022, 144 y en 2023, un total de 141, lo cuál 

demuestra una estabilidad que no se corresponde con el crecimiento en número de 

contratos e importes que se observa a lo largo del periodo (ver figura 32). Por ejemplo si 

 
39 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=bnnwWqjlicrnSoTX3z%2F7wA%3D%3D 

Figura 31: Resultado de los procedimientos por CCAA 

https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=bnnwWqjlicrnSoTX3z%2F7wA%3D%3D


 

36 

 

tomamos como referencia el año 2020, vemos que el número de adjudicatarios diferentes ha 

crecido un 11,9% (de 126 a 141) mientras que en el mismo periodo el número de contratos 

adjudicados ha crecido un 59,68% (de 186 a 297). 

Esta cuestión se confirma de forma más gráfica observando la tasa de contratos por 

adjudicatario en el periodo 2021-2023, la cuál ha sido de aproximadamente 2,62 contratos, 

esto es un 78,23% superior a la registrada en 2020 (1,48). Este aumento del indicador que 

además ha sido progresivo durante el periodo sugiere que la competencia en los 

procedimientos va decreciendo cada año. 

 

 
Figura 32: Indicadores sobre los adjudicatarios de los contratos 

Esta cuestión parece confirmarse con el aumento progresivo del porcentaje de los operadores 

que obtuvieron más de un contrato en el periodo 2021-2023 frente al registrado en 2020. En 

este año el 25,40% de los adjudicatarios obtuvieron más de un contrato, mientras que en 2021 

la cifra pasó a ser el de 28,99%, en 2022 del 32,64% y en 2023 terminó en un 40,43% cuando 

un total de 57 adjudicatarios obtuvieron más de un contrato. 

En la figura 33 vemos la lista  de los 24 adjudicatarios que han obtenido 7 o más contratos en 

el periodo 2021-2023. Estos 24 adjudicatarios que representan el 9% de los adjudicatarios 

registrados, concentran el 35,53% (269) del total de los contratos adjudicados en el periodo.  

Si realizamos el mismo análisis para los importes adjudicados40 (figura 34) vemos que la lista 

de adjudicatarios sólo coincide en parte debido al elevada dispersión del importe de los 

contratos analizados. En particular un total de 7 de estos operadores están en ambas listas. 

En otras palabras estos 7 operadores han obtenido 7 o más contratos y más de 2.000.000 € 

en adjudicaciones totales en el periodo 2021-2023: FUNDACIÓN ASPRONA LABORAL, 

EMISER VALLÈS, S.L, CAN CET CENTRE D'INSERCIÓ SOCIO-LABORAL, S.L, 

FUNDACIÓN LANTEGI BATUAK, ACCEDE SOCIAL, S.L., MULTISER MÁLAGA S.L. y UNEI 

INICIATIVA SOCIAL, S.L.U. (PROAZIMUT). 

 
40 Es necesario precisar que durante el periodo se han adjudicado dos contratos de elevada cuantía que sin embargo hemos considerado adecuado mantener en el 

análisis ya que, aunque su exclusión modificaría el valor absoluto de algunos indicadores, estas variaciones no distorsionaban las tendencias y por tanto los 

hallazgos destacados en este capítulo. En particular no referimos al contrato CONTR 2022 00007462551 del Servicio de Salud Andaluz y  al contrato 

300/2022/001152 del Ayuntamiento de Madrid. 
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Figura 33: Adjudicatarios con siete o más contratos en el periodo 2021-2023 

Sin embargo vemos que el patrón de concentración se acentúa ya que 22 adjudicatarios (el 

7,6% del total) que han obtenido contratos por valor de más de 2M€  concentran el 54,8% del 

importe total adjudicado en el periodo. Este efecto de concentración es consecuencia lógica 

del aumento del número de contratos y del importe medio de los mismos que se ha constatado 

con indicadores anteriores. 

 

Figura 34: Adjudicatarios que obtuvieron más de 2M € en contratos en 2021-2023 

Sigue siendo relevante destacar que las cifras concentración de adjudicatarios tanto en 

número de contratos como en importe de los mismo podrían ser algo superiores si los 

operadores se agrupasen en función de sus respectivas vinculaciones societarias o de grupo 

corporativo socioeconómico. 
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Figura 35: Dispersión de la tasa de contratos por adjudicatario por CCAA (excluyendo CLM) 

Si analizamos por cada Comunidad Autónoma la tasa de contratos por adjudicatario (figura 

35), que como hemos visto ha crecido notablemente a lo largo del periodo (figura 32), vemos 

que hay un grupo de 7 regiones que se agrupan en torno a los 2,5 contratos por adjudicatario 

mientras que el resto presenta valores en el rango de 1 a 2 contratos por adjudicatario. En 

particular la mayor concentración se observa en Asturias, Castilla y León, Cataluña y Galicia, 

seguidas de Andalucía, País Vasco e Islas Baleares. 

En los casos de Asturias, Cataluña y País Vasco ya se destacaron en informes anteriores 

situaciones en la que se ponía de manifiesto la falta de competencia. El hecho de que otras 

comunidades sigan esta tendencia podría sugerir que la disminución de la competencia es 

una consecuencia lógica del mayor despliegue de la reserva de contratación en su 

formulación actual. En el caso de Asturias y País Vasco hemos visto además en la figura 28, que 

se encuentran entre las comunidades que más procedimientos resuelven con una única oferta.  

 

Figura 36: Número de CCAA en las que han obtenido contratos los adjudicatarios 
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Si observamos el número de CCAA en las que los adjudicatarios obtienen sus contratos (figura 

36) observamos que hasta 18 de ellos han conseguido contratos en más de una CCAA a lo 

largo del periodo y que hasta 6 de ellos están operando en 3 o 4 CCAA diferentes. Esto 

representa una diferencia importante respecto a periodos anteriores donde muy pocos 

operadores trabajaban fuera de su propia región de origen. De hecho cuando se observa el 

indicador anualizado, cada año son más los operadores que consiguen contratos en más de 

una CCAA, habiendo alcanzado su máximo en 2023 con 8 adjudicatarios con contratos en al 

menos 2 regiones. 

Si analizamos la lista de los adjudicatarios en comparación con periodos anteriores, se 

observa que, aunque aparecen algunos operadores nuevos, cada año es mayor el número 

de adjudicatarios que obtienen contratos y que ya habían ganado alguno el año anterior. 

Esta observación es complementaria al hecho de que el número contratos ha aumentado 

significativamente mientras que el número de adjudicatarios diferentes se mantiene estable. 

En particular, el 40,43% de los adjudicatarios que obtuvieron al menos un contrato en 2023 ya 

habían resultado ganadores en alguna licitación en el año 2022. Esta cifra era tan sólo del 

25,40% en 2020 respecto a 2019 y ha crecido progresivamente en 2021 y 2022 hasta alcanzar 

el citado máximo.  

Este indicador viene a reforzar la idea de que se está produciendo un efecto de concentración 

en cada vez menos operadores la adjudicación de los contratos sujetos a reserva por la DA 4 

de la LCSP. 

Datos sobre la calificación de los adjudicatarios 

Si atendemos a la clasificación de los operadores realizada para el presente informe de 

acuerdo con la metodología explicada en el apartado correspondiente, y coherente con la 

utilizada en 2019 y 2020, el 71% (204) de los 289 operadores que se han adjudicado contratos 

en el periodo 2021-2023 pueden calificarse como de CEE de Iniciativa Social (IS) y el 29% 

(85) como CEE de iniciativa empresarial o privada (IP) (figura 37 - izquierda). Las cifras se 

mantienen estables en comparación con el periodo anterior con leves variaciones en torno al 

75% en cada uno de los años del periodo analizado. 

Recordamos en este punto las dificultades que conlleva realizar esta clasificación ya que no 

existen datos públicos que permitan comprobar la calificación de los CEEs en todos los casos 

y que cuando existe puede ser contradictoria por la diferente calificación que a una misma 

sociedad pueden dar dos registros autonómicos. Este es el caso, por ejemplo de la 

“ASOCIACION INSERTA EMPLEO (G85563302)41” que tiene la calificación de CEE de 

Iniciativa Social en el Registro de CEE de País Vasco mientras que el Registro de CEE de la 

Comunidad Valenciana le otorga la calificación de CEE de Iniciativa Empresarial. 

Si se observa el número de contratos adjudicados (figura 37 - derecha), podemos constatar el 

descenso del número de contratos adjudicados a CEEs de Iniciativa Empresarial en el periodo 

2021-2023 respecto a 2020. En concreto los CEEs de Iniciativa Empresarial obtuvieron el 

23% de los 757 contratos adjudicados, lo cuál supone un descenso de más de 20 

 
41 https://www.insertaempleo.es/ 
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puntos porcentuales respecto al 44% registrado en 2020. Los CEE de Iniciativa Social 

obtuvieron 580 contratos, esto es, un 77% del total adjudicado. 

 

Figura 37: Distribución de los operadores adjudicatarios de los contratos por tipo (izquierda) y distribución de los contratos en 

función del tipo de adjudicatario (derecha) 

Si analizamos la distribución de estas adjudicaciones por CCAA (figura 38), podemos observar 

las grandes diferencias entre regiones. Por una parte tenemos un grupo de CCAA donde las 

adjudicaciones se reparten de forma más o menos paritaria entre CEE de Iniciativa Social y 

CEE de Iniciativa Empresarial (Castilla-La Mancha, Andalucía, Madrid, Aragón, Extremadura y 

La Rioja) y por otra el resto de las CCAA donde los CEE de Iniciativa Empresarial obtienen 

menos del 15% de los contratos. Sin entrar a valorar los importes obtenidos por los sesgos 

que pueden introducir las grandes diferencias de tamaño entre los contratos, podemos ver 

claramente que en la mayor parte de las CCAA los CEEs están prácticamente excluidos 

del acceso a la contratación pública. 

 

Figura 38: Porcentaje de contratos obtenido en cada CCAA por cada tipo de adjudicatario 
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Datos del tipo de reserva vs el tipo de adjudicatario 

Si se analiza la fórmula con que se expresa la reserva en el anuncio frente al tipo de operador 

al que se ha adjudicado el contrato (figura 39), se concluye que los contratos en cuyo anuncio 

hay una mención explícita a la Disposición Adicional Cuarta (452) en el periodo 2021-2023 han 

sido adjudicados tanto a CEE de Iniciativa Empresarial (106) como a CEE de Iniciativa Social 

(280) mientras que 66 han quedado no adjudicados.  

 

Figura 39: Adjudicatarios de los contratos en función de la información sobre la reserva publicada en el anuncio (izquierda) y 

que mencionan explícitamente CEE de IS o DA 4 o solo CEE (derecha) 

Observando la forma en que se expresa la reserva42 en los anuncios respecto al tipo de CEEs 

que resulta adjudicatario del contrato, figura 39, también se concluye que en los casos en que 

se explicita en el anuncio que el contrato está reservado para CEEs de Iniciativa Social (732), 

puede haber sido adjudicado a CEEs de Iniciativa Empresarial (143) o a CEEs de Iniciativa 

social (480) o no adjudicados (109). Este tipo de expresión explícita de la reserva y la 

adjudicación a CEE de Iniciativa Social es el más frecuente también en el periodo 2021-2023, 

pero con una distancia mucho mayor a la registrada en 2020, lo cuál confirma la disminución 

del espacio para los CEE de Iniciativa Empresarial como consecuencia de un mayor 

despliegue de la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP.  

 

Figura 40: Ofertas recibidas en función del adjudicatario final del procedimiento (izquierda) y media de ofertas recibidas en los 

procedimientos en función del tipo de adjudicatario (derecha) 

 
42 Recordar, que, a efectos de análisis, se considera que tanto si se menciona la DA 4, como si se explicita que los contratos están reservados a CEE IS, la reserva es 

para CEE de Iniciativa Social. Si no se cumple ninguna de las dos condiciones y la reserva es para CEE sin especificar, se considera que la reserva es genérica. 



 

42 

 

En la figura 40 (izquierda) vemos que los procedimientos que han sido adjudicados a CEEs de 

Iniciativa Social han recibido una sola oferta con más frecuencia (52,24% frente a 42,37%), lo 

cuál es coherente con lo observado en años anteriores. 

Destaca el hecho de que los procedimientos adjudicados a CEEs de Iniciativa Empresarial son 

algo más competitivos, ya que el número medio de ofertas recibidas figura 40 (derecha) es 

algo superior a 4,5 mientras que en el caso de los procedimientos adjudicados a CEE de 

iniciativa Social, el número medio es de 3,76. Si bien este dato, como hemos visto en 

apartados anteriores presenta grandes diferencias entre Comunidades Autónomas. 

Los datos de esta sección también podrían ser algo más imprecisos que los de otras debido a 

que la clasificación de los tipos de CEEs se ha realizado en una parte de los casos con 

metodología propia y no utilizando la calificación oficial por no estar disponible.  
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Comparación con períodos anteriores (2017-2023) 

Para el presente trabajo se ha mantenido la metodología de análisis de los periodos anteriores 

con el fin de que la evaluación de impacto pueda arrojar hallazgos más valiosos extraídos de 

un periodo de comparación más extenso. De este modo, se han calculado los valores de los 

indicadores tal y como se explica en el anexo dedicado a la metodología, con el fin de 

comparar la situación de los contratos públicos reservados a CEEs en 2021, 2022 y 2023, con 

la de los años 2017, 2018, 2019 y 2020. A pesar de que estos indicadores presentan algunas 

limitaciones, observar su evolución contribuye a evaluar los efectos, tanto positivos como 

negativos, de la actualización de la legislación sobre la reserva de contratación pública que 

entró en vigor en abril de 2018. En la tabla 1 se detalla la lista de indicadores principales que 

se han seleccionado con sus valores anuales: 

 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 

Anuncios publicados 19 73 135 137 212 229 246 

Anuncios de adjudicación 50 104 168 183 190 199 209 

Contratos adjudicados y 
no adjudicados 

69 142 209 220 244 294 349 

Contratos no adjudicados 2 9 37 34 31 47 52 

% de contratos no 
adjudicados 

2,90% 6,34% 17,70% 15,45% 12,70% 15,99% 14,90% 

Contratos adjudicados 67 133 172 186 213 247 297 

Contratos que no reciben 
ofertas 

2 3 22 24 14 29 36 

Contratos que reciben 1 
oferta 

21 51 100 116 121 131 163 

Adjudicatarios diferentes 46 93 102 126 138 144 141 

Diversidad adjudicatarios 68,66% 69,92% 59,30% 67,74% 64,79% 58,30% 47,47% 

Adjudicatarios que 
continúan siendo 
adjudicatarios en nuevos 
procedimientos al año 
siguiente 

- 21 de 2017 
36 de 2018 
18 de 2017 

45 de 2019 
36 de 2018 
20 de 2017 

57 de 2020 
48 de 2019 

56 de 2021 
54 de 2020 
37 de 2019 

55 de 2022  
55 de 2021  
41 de 2020 
39 de 2019 

% de adjudicatarios que 
siguen siendo 
adjudicatarios en nuevos 
procedimientos al año 
siguiente 

- 22,58% 35,29% 35,40% 41,30% 38,89% 39,01% 

Adjudicatarios con 2 o más 
contratos 

10 23 36 32 40 47 57 

% adjudicatarios con 2 o 
más contratos 

21,74% 24,73% 35,29% 25,39% 28,99% 32,64% 40,43% 

Adjudicatario con más 
contratos 

5 9 8 6 7 15 20 

Tabla 1: Indicadores 2017-2023    
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Sobre los anuncios publicados y los contratos adjudicados 

El número total de anuncios publicados como reservados para Centros Especiales de Empleo 

ha experimentado un importante crecimiento en el periodo 2021-2023 hasta situarse en los 

246 anuncios, esto es, un 79,56% más que en el año 2020. Parece claro que el despliegue de 

los cambios legislativos sobre contratación reservada ha continuado con fuerza una vez 

superado el estancamiento provocado por la suspensión de la contratación pública durante el 

año 2020 y de forma coherente con la recuperación económica general y de la contratación 

pública en particular. 

 

Figura 41: Anuncios de contratos reservados vs anuncios de adjudicación publicados en 2017-2023 

El número de contratos resueltos ha experimentado una evolución coherente con la del 

número de anuncios. El indicador ha crecido hasta los 349 contratos adjudicados en el año 

2023, esto es, un 58,64% más que en 2020 con crecimientos de dos dígitos en todas las 

anualidades. De nuevo, el estancamiento que provocó la crisis sanitaria en el indicador se ha 

superado y tanto en 2022 como en 2023 el crecimiento ha estado en el entorno del 20% anual. 

También se observa la relación creciente entre el número de lotes por anuncio en los últimos 

dos años, debido a que cada anuncio tiende a publicar un mayor número de lotes reservados. 

Sobre los contratos no adjudicados 

En cuanto al porcentaje de los contratos que se han publicado como no adjudicados (bien 

porque no ha habido ofertas, bien por otros motivos como el desistimiento) también se observa 

que se mantiene estable en el periodo 2021-2023 en el entorno del 15%. Esta observación es 

coherente con las conclusiones obtenidas al respecto en el año 2020 donde ya se veía una 

una cierta estabilidad. Las variaciones interanuales son menores como corresponde a 

una situación de madurez en el despliegue legislativo. 
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Figura 42: Contratos no adjudicados (%) y contratos que no han recibido ofertas (%) en 2017-2023 

En cuanto al otro indicador de eficiencia estudiado, el número de contratos que no han 

recibido ninguna oferta, observamos igualmente estabilidad en el entorno del 10% de los 

contratos licitados a pesar que uno de los años estudiados (2021) el indicador descendió al 

5,74% para recuperarse rápidamente al año siguiente y volver al 10%. Recordamos que el año 

2021, aunque no hubo confinamientos, aún fue un ejercicio muy condicionado por la pandemia 

por lo que los indicadores deben ser interpretados en ese contexto. 

Sobre las ofertas recibidas 

El número de contratos que se ha adjudicado con una sola oferta recibida en el procedimiento 

también ha vuelto a los valores de 2019 por lo que parece que en más de la mitad de las 

contrataciones no ha sido posible elegir entre más de un licitante. Este indicador sugiere que 

las autoridades contratantes sigue teniendo poca capacidad de elección, pero que el 

número de procedimientos en los que ocurre se ha estabilizado. 

Sobre los adjudicatarios 

El número de adjudicatarios diferentes que acceden a los contratos reservados se ha situado 

en un total de 141 en el año 2023, habiéndose registrado 144 en 2022 y 138 en 2021. Esto 

significa que la tasa de crecimiento de los adjudicatarios diferentes ha seguido una 

tendencia decreciente desde 2020 (23,53% más adjudicatarios diferentes que en 2019) 

hasta situarse en el -2,08% ya en 2023 los contratos se adjudicaron a un número menor 

de operadores que en 2022. 
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Figura 43: Adjudicaciones de contratos publicadas vs número de adjudicatarios diferentes en 2017-2023 

Recordemos que la tasa de crecimiento de los contratos reservados publicados y la de 

los  adjudicatarios diferentes ha seguido la tendencia opuesta (ver figura 43) en el periodo 

2021-2023, creciendo en tasas de dos dígitos hasta situarse en el entorno del 20% interanual. 

En el extremo, tenemos el año 2023 donde de la tasa de contratos adjudicados creció un 

20,24% hasta los 297 contratos adjudicados y en cambio la tasa de adjudicatarios diferentes 

decreció 2 puntos porcentuales para dejar la cifra en 141 operadores económicos diferentes. 

Parece inevitable concluir a la vista de estos indicadores que en el periodo 2021-2023 se ha 

producido un importante efecto de concentración de las adjudicaciones de la 

contratación reservada en un número decreciente de operadores económicos. 

Es importante recordar que el análisis no ha tenido en cuenta las posibles vinculaciones 

societarias o de grupo corporativo socioeconómico que pudieran existir entre los 

adjudicatarios, que previsiblemente habrían aumentado el valor de estos indicadores y por 

tanto, reforzado la conclusión de concentración. 

En 2020 el indicador presentó una anomalía en tanto reflejó una importante entrada de nuevos 

operadores que accedieron a la adjudicación de contratos, siendo el único año que superó el 

crecimiento del número de contratos adjudicados. 

Mantenemos en este periodo la tasa de diversidad de adjudicatarios (adjudicatarios diferentes 

entre contratos totales adjudicados) como indicador de la concentración de proveedores. 

Como vemos la tasa ha registrado un fuerte descenso interanual hasta situarse en el 47,47%, 

esto es 20 puntos menos que en 2020, teniendo en cuenta además que el número contratos 

adjudicados es un 59,68% mayor en 2023 respecto a 2020. El repunte de 2020, debido a la 

fuerte renovación de los adjudicatarios que se produjo parece que puede explicarse como una 

anomalía más de las provocadas por el shock que se produjo en la economía en general 

durante los momentos más duros de la pandemia. Sin embargo una vez superado este 

periodo, la tasa ha vuelto a la tendencia decreciente registrada hasta 2019 y reforzando la idea 

de que se está produciendo una fuerte concentración en el número de operadores que 

acceden a los contratos públicos. 
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Figura 44: Diversidad de adjudicatarios en 2017-2023 

En buena lógica el número de adjudicatarios que obtienen más de un contrato también vuelve 

a la senda de crecimiento entre 2021 y 2023. Del 25,40% de operadores que repetía 

adjudicación en al menos una ocasión en 2020 pasamos progresivamente al 28,99% en 2021, 

al 32,64% en 2022, hasta llegar el 40,43% en 2023.  

El número de adjudicatarios que permanecen al año siguiente entre la lista de los que han 

obtenido algún contrato crece moderadamente respecto a los valores registrados en 2019 

(35,29%) y 2020 (35,71%) hasta el 39,01% en 2023. Tanto en 2021 (41,30%) como en 2022 

(38,89%) la tasa se mantuvo también estable en el entorno del 40%. 

En 2018 el 22,58% de los adjudicatarios habían obtenido al menos un contrato el año anterior. 

En 2019 la tasa de los que se mantienen en la lista de adjudicatarios de al menos un contrato 

pasa a ser del 35,64% y en 2020 se mantiene en el 35,71%. 

 

Figura 45: Diversidad de adjudicatarios en 2017-2023 

Recordamos que de los 45 que repitieron adjudicación en 2020, 10 (22,22%) fueron de 

Iniciativa Empresarial y 35 (77,77%) de Iniciativa Social, aumentando la brecha existente en 

2019 cuando repetían contratación 11 (30,55%) de Iniciativa Empresarial y 25 (69,44%) de 

Iniciativa Social. Este efecto se refuerza en el periodo 2021-2023 y así llegamos a que de 
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los 55 adjudicatarios que repitieron en el año 2023, 10 eran de iniciativa empresarial 

(18,18% y 45 de Iniciativa social (81,81%). 

Si extendemos la observación a los 3 años del periodo, vemos que un total de 32 operadores 

económicos obtuvieron contratos los tres ejercicios, de los cuales 27 han sido de iniciativa 

social y tan sólo 5 de iniciativa empresarial. A medida que nos remontamos a periodos 

anteriores son menos los CEEs de Iniciativa Empresarial que permanecen en las listas 

de adjudicatarios. 

A medida que pasan los años, es probable que se vaya produciendo un efecto de sustitución 

de CEEs de Iniciativa Empresarial por CEEs de Iniciativa social en los aquellos contratos que 

van venciendo y en la nueva licitación son ganados por un CEE de Iniciativa Social debido a la 

protección que les otorga la legislación. 

Otro efecto que contribuye a explicar esta tendencia es la conversión de algunos operadores 

que comenzaron siendo CEEs de Iniciativa Empresarial pero que han decidido convertirse en 

CEEs de Iniciativa Social para poder continuar accediendo a la contratación pública. 

Podemos concluir que en el periodo 2021-2023 todos los indicadores analizados sugieren que 

el mercado tiende a concentrarse en un número cada vez menor de operadores 

económicos, siendo el año 2020 una anomalía explicable por el shock económico que 

produjo la pandemia por Covid-19. 

  



 

49 

 

Conclusiones y recomendaciones 

Esta sección recoge las conclusiones clave derivadas de las evidencias encontradas de los 

análisis realizados en los capítulos previos. Completamos el capítulo con un conjunto de 

recomendaciones que se apoyan en las citadas conclusiones. 

De forma coherente con los anteriores estudios vamos a agrupar las conclusiones en tres 

secciones donde se tendrán en cuenta tanto los efectos positivos como los efectos negativos 

observados en los datos e indicadores analizados: 

(1) la información en los anuncios, donde se recogen lo hallazgos relativos a la forma en 

la que se expresa la reserva en los anuncios de licitación publicados en plataformas, 

perfiles del contratante y diarios oficiales, 

(2) los registros de Centros Especiales de Empleo, donde se recogen conclusiones 

relativas a la forma en la que las CCAA otorgan tal condición a los operadores, y 

(3) los efectos observados sobre la competencia, donde se recogen conclusiones 

relacionadas con los cambios que se producen en el mercado comparando la situación 

antes y después de la entrada en vigor de la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP, 

con la que se ha limitado el acceso a los contratos reservados únicamente a los CEE 

de Iniciativa Social, junto con las empresas de inserción. 

Como no puede ser de otra manera y en coherencia con evaluaciones anteriores, el propósito 

de las recomendaciones que se realizan es sugerir acciones que puedan incorporarse en las 

estrategias y planes de mejora de la eficacia de la reserva de la contratación para Centros 

Especiales de Empleo y, con ello, la mayor integración o reintegración social y laboral de las 

personas con discapacidad, de modo que puedan potenciarse sus efectos positivos y 

minimizarse en la medida de lo posible los efectos negativos observados. 

La información sobre la reserva en los anuncios de licitación 

El cumplimiento del requisito formal de referencia a la DA 4ª en el anuncio de licitación, es una 

exigencia legal que incide directamente en el principio de publicidad y que, por las especiales 

características de los colectivos a los que está dirigido, adquiere una gran importancia 

cualitativa. La OIReScon, dentro de su actividad de supervisión de la contratación estratégica 

dedicó un capítulo a esta cuestión hasta el año 2020 bien en sus informes especiales de 

supervisión relativos a la contratación estratégica o bien en su informe anual de supervisión de 

la contratación pública en España. 

En los sucesivos informes especiales de supervisión relativos a la contratación estratégica de 

los años 2021 y 2022, OIReScon no ha continuado esta supervisión, pero a este respecto se 

cita la conclusión de la JCCA de Canarias en su informe 5/2023 de 2 de noviembre sobre el 

cumplimiento del acuerdo de gobierno de 22 de mayo del 2019 relativo a los contratos 

reservados a centros especiales de empleo de iniciativa social, a empresas de inserción y 



 

50 

 

programas de empleo protegido en relación a los contratos tramitados en el ejercicio 202243 y 

que es: 

“Respecto a la publicidad de este tipo de contratos se observa nuevamente que, en la 

mayoría de los casos, al realizar la misma en el Perfil del Contratante alojado en la 

Plataforma, no sólo no se hace referencia a la disposición adicional 4ª de la LCSP, sino que, 

no se señala de forma expresa, su condición de reservados, lo que dificulta su localización”. 

Tal y como hemos destacado en la fase de análisis en el periodo 2021-2023 esta cuestión 

parece que va mitigándose lentamente y cada año se observa una mayor presencia de la 

mención a la DA 4 en los anuncios de licitación que se identifican como reservados en 

el cuerpo del anuncio.   

Sin embargo, tal y como destaca el citado informe podrían existir licitaciones en las que no se 

señale expresamente su condición de reservados y que por tanto no habrían pasado a formar 

parte de la presente evaluación. Tal y como mencionan todos los órganos de supervisión 

sigue resultando muy complejo realizar un seguimiento de los contratos sujetos a la 

reserva objeto de estudio, ya que, o bien los sistemas de búsqueda no permiten 

diferenciarlos de otros contratos publicados mediante algún criterio de búsqueda -no se 

emplea el mismo criterio en las diferentes plataformas-, o bien no se señala de forma expresa, 

su condición de reservados. Además, en la mayor parte de los casos, aunque exista el campo 

de búsqueda en las webs de las plataformas, no se publica como datos abiertos para su 

reutilización por mecanismos automatizados la información necesaria para identificar estos 

contratos de forma eficiente. 

Existen dos indicadores que reflejan esta situación con claridad: por otra parte el número 

medio de ofertas recibido en los procedimientos sigue siendo muy bajo y por otra un número 

importante de procedimientos no han podido resolverse (15%), bien por no haberse recibido 

ninguna oferta o bien porque ningún operador cumplía la condición de CEE de Iniciativa 

social exigida por la Disposición Adicional Cuarta del LCSP. Estos indicadores, en gran 

medida, pueden relacionarse con la forma en la que se realiza la publicidad de los anuncios de 

licitación. 

En general, que la fragmentación en la publicación de licitaciones públicas dificulta el acceso a 

la contratación pública a los operadores económicos es un hecho reconocido por la Comisión 

Europea en sus trabajos para el desarrollo del mercado único al menos desde el año 201044 y 

viene recomendando desde entonces estrategias para ayudar a que las empresas accedan a 

las oportunidades de negocio con el sector público. Pero esta deficiencia, afecta en especial a 

las empresas más pequeñas entre las que se encuentran los Centros Especiales de Empleo 

con plantillas medias que, como hemos visto, están aún por debajo de los 50 trabajadores. 

Capítulo aparte merecen los contratos menores, en los que que tal y como recoge también el 

informe del Tribunal de Cuentas “Informe de fiscalización del cumplimiento de la ley 19/2013, 

de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno en las 

 
43 https://www.gobiernodecanarias.org/cmsgobcan/export/sites/hacienda/dgpatrimonio/galeria/INFORME-5_2023-sobre-contratos-reservados-ano-2022.pdf 
44 Monti, M (2010): A New Strategy for the Single Market – At the Service of Europe's Economy and Society, report to the president of the 

European Commission, from: https://ec.europa.eu/docsroom/documents/15501/attachments/1/translations/es/renditions/native 
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entidades locales”45, existe un amplio margen de mejora en la publicación de la información de 

contratación en la PCSP por parte de las entidades locales, en especial en lo que se refiere a 

los contratos menores. Debemos tener en cuenta que tal y como constata el informe 5/2023 de 

la JCCA se produce “la utilización mayoritaria de la contratación menor para dar cumplimiento 

a esta reserva” y que además cuando se licita de forma abierta con demasiada frecuencia los 

procedimientos quedan desiertos. 

En definitiva, aunque en los últimos años se han dado pasos muy notables para que el acceso 

a la información de contratación pública sea más trasparente y eficiente, en especial mediante 

la mejora de las plataformas de contratación de las CCAA y con la agregación y sindicación en 

la Plataforma de Contratación del Sector Público (PCSP) de información de los perfiles del 

contratante de entidades locales y plataformas de contratación iniciada en 2016 como una de 

las medidas incluidas en el Informe CORA para la reforma de las Administraciones Públicas46, 

existe aún un amplio margen de mejora al que cada vez son más sensibles 

determinados sectores de la Administración pública. 

Para concluir, podríamos resumir entre las principales consecuencias negativas de las 

citadas ineficiencias que limitan el acceso a la información de los anuncios de contratación: 

• que los CEE tienen dificultades para localizar los anuncios de contratación sujetos a 

reserva, con la consiguiente pérdida de recursos y su efecto en la eficiencia, en la 

competitividad y en la posible pérdida de oportunidades de negocio. 

• que las autoridades contratantes pueden estar perdiendo oportunidades de realizar 

compras públicas más eficientes, y por tanto de realizar un mejor uso del 

presupuesto público, ante la limitación de los sistemas de publicidad de los contratos. 

• que el colectivo de personas con discapacidad está perdiendo oportunidades 

laborales de integración o reintegración social y laboral en los Centros Especiales 

de Empleo, por la ineficiencia de los procesos de contratación. 

• que la ciudadanía en general ve limitado su derecho a la transparencia en la 

contratación pública y la eficiencia en los servicios públicos. 

• que las propias autoridades, organismos de evaluación así como terceros partes 

interesadas en analizar el mercado, tienen dificultades para recoger evidencias que 

permitan sustentar un análisis objetivo y basado en datos. 

• que los CEEs tienen dificultades para diferenciar las limitaciones de la reserva en 

función de la condición de CEEs de Iniciativa Social o si el contrato está reservado 

para CEEs de cualquier naturaleza, con el consiguiente mal uso de los recursos 

compitiendo en procedimientos donde finalmente pueden resultar excluidos. 

Por ello, en el año 2023, siguen resultando muy procedentes y relevantes las 

recomendaciones, junto con otras nuevas, respecto a la publicidad de los contratos en los 

anuncios que se realizaron en el informe de evaluación de 2020 y que en gran medida están 

recogidas también en otros informes de evaluación y fiscalización realizados por autoridades 

como la OIReScon o el propio Tribunal de Cuentas, ya citados en el presente informe: 

 
45 https://www.tcu.es/repositorio/bb6a8a5e-2e7f-4245-beb1-eb76b0ba1e01/I1418.pdf 
46 https://transparencia.gob.es/transparencia/dam/jcr:b1c69477-9882-41a5-9f6d-5cbb46fa12b4/reforma-AAPP.PDF 

https://www.tcu.es/repositorio/bb6a8a5e-2e7f-4245-beb1-eb76b0ba1e01/I1418.pdf
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1. Incluir en los anuncios de licitación una formulación única, clara e inequívoca de las 

condiciones de la reserva de contratos tendría efectos positivos, tanto para los 

operadores económicos, como para las personas con discapacidad, las autoridades 

públicas y la ciudadanía en general. 

Los operadores económicos podrían localizar los anuncios con más facilidad y podrían 

tomar decisiones mejor informadas, teniendo acceso a un conjunto mayor de 

oportunidades de negocio. De este modo, las autoridades contratantes podrían 

además ser más eficientes en los procesos y tener una mayor capacidad de elección. 

De forma adicional, los ciudadanos disfrutarían de una mayor transparencia en la 

contratación pública. Una mayor eficiencia y competencia en los procesos 

beneficiaría el crecimiento de la integración social y laboral de las personas con 

discapacidad. 

2. Unificar los criterios de búsqueda y mejorar los sistemas de búsqueda de las 

plataformas de contratación y otros medios de publicidad de las licitaciones, para 

facilitar la localización de los contratos con reserva, ayudaría a que un mayor número 

de operadores conozcan con la antelación suficiente las oportunidades que se 

publican. Con esta acción se conseguiría también una mayor capacidad de elección de 

las autoridades contratantes, ante la posibilidad de recibir un mayor número de ofertas 

en los procedimientos, así como a la integración laboral de personas con discapacidad. 

3. Sigue siendo procedente recomendar que se revierta la limitación de la reserva a 

CEEs de Iniciativa Social y que la misma sea aplicable a cualquier CEE, y no sólo 

a algunos tipos de CEEs, evitándose la confusión y consecuencias que está 

produciendo. Esta acción contribuiría a simplificar la situación actual, eliminando 

además ineficiencias, al ampliar la competencia en los procesos y beneficiando 

además a los verdaderos beneficiarios de la medida: las personas con discapacidad 

cuya integración laboral se logra a través de cualquier CEE independientemente de su 

titularidad. Transitoriamente, una posible fórmula sería referirse directamente en los 

anuncios a aquellos CEEs que cumplan las condiciones del artículo 20 de la Directiva 

2014/24/UE. 

4. Mejorar la formación de los órganos de contratación respecto a las obligaciones de 

la contratación reservada podría contribuir a una mayor sensibilidad con la importancia 

de la forma en que se publicitan las licitaciones. Una mayor atención a detalles como 

que el mismo anuncio deje de publicarse con diferentes requisitos en diferentes 

plataformas o diarios oficiales o una mayor atención a los registros oficiales de CEEs 

contribuiría a subsanar las citadas deficiencias y efectos negativos observados. 
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Los registros de Centros Especiales de Empleo 

La forma en que se publica la información de los registros de CEE de las diferentes CCAA es 

heterogénea y, difícil de localizar y reutilizar, tanto por los diversos formatos de publicación, 

como por la diversidad de los datos que se muestran de forma pública y la misma frecuencia 

de actualización. Para la realización de este trabajo de evaluación se han podido localizar 

los registros de 16 de las 17 CCAA, siendo Islas Baleares la única en la que no ha podido 

obtenerse información al respecto. Con todos estos registros se ha realizado una 

importante y costosa labor de reconciliación de los datos obtenidos en los diferentes 

formatos con el fin de poder enriquecer los datos de los contratos extraídos de las 

plataformas de contratación y así mejorar el valor de las conclusiones. Es importante 

destacar que incluso OIReScon declara, en la nota metodológica de su informe anual de 

supervisión, que no ha podido obtener respuesta de todas las CCAA cuando les solicitó la 

información de los registros para el ejercicio de su actividad de supervisión. 

La forma en que se publican estos registros en las diferentes CCAA varían desde un buscador 

público (Valencia47, Navarra48 o Galicia49) que permite consultar pero no descargar datos, 

hasta un fichero pdf (Madrid50, Aragón51, Murcia52, Andalucía53) o listados publicados en una 

página web (La Rioja54, Asturias55, Cantabria56 o Extremadura57), pasando por una hoja de 

cálculo (País Vasco58,  Canarias59) o un fichero csv publicado en el portal de datos abiertos 

(Castilla y León60 y Cataluña61). Una simple visita a los enlaces permite constatar por 

inspección visual que la información disponible de forma pública de estos registros es 

muy limitada, heterogénea y difícil de reutilizar en la mayoría de los casos. 

En la evaluación realizada en diciembre de 2020 se pudo constatar que las únicas seis CCAA 

que ofrecían un registro público de CEEs que diferenciaba los CEEs de Iniciativa Social de los 

CEEs de Iniciativa Empresarial eran Galicia, País Vasco, Valencia, Canarias, Asturias y 

Navarra. A lo largo de los trabajos realizados en 2023 se podido comprobar por una parte que 

varias CCAA han modificado el enlace a los recursos sin mantener las oportunas redirecciones 

y que por otra parte Navarra ha dejado de ofrecer esta diferenciación de forma pública. 

Adicionalmente se ha podido comprobar que La Rioja y Extremadura han comenzado a 

ofrecer la clasificación de los CEE registrados de forma pública.  

Por tanto, en diciembre de 2023 y a los efectos de los trabajos realizados en la presente 

evaluación se ha podido disponer de la información de la clasificación de los CEEs 

registrados en 7 CCAA como CEE de Iniciativa Social o CEE de Iniciativa Empresarial. 

 
47 http://www.labora.gva.es/es/cenespemp 
48 https://reservadecontratos.navarra.es/es/directorio-empresas 
49 https://emprego.xunta.gal/lrpro/web/av_cee/mapa-de-centros 
50 https://www.comunidad.madrid/sites/default/files/doc/empleo/listado_cee_-_octubre_2023.pdf 
51 https://inaem.aragon.es/centros-especiales-de-empleo 
52 https://www.carm.es/web/descarga?ARCHIVO=87756-Listado-CEE_Reg-Murcia-

OLDDDDD.pdf&ALIAS=ARCH&IDCONTENIDO=87756&RASTRO=c$m29982,30083 
53 https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/inline-files/2024/01/listado_cee_actualizado_23012024.pdf 
54 https://www.larioja.org/relaciones-laborales/es/registros/centros-especiales-empleo 
55 https://trabajastur.asturias.es/centros-especiales-de-empleo/relacion-de-centros-especiales-de-empleo 
56 https://discapacidad-cantabria.info/otras-ayudas/area-empleo/centros-especiales-empleo/  
57 https://extremaduratrabaja.juntaex.es/ListadoCentrosEspecialesEmpleo/ 
58 https://www.euskadi.eus/registro/ccee/web01-tramite/es/#pills_search 
59 https://www.gobiernodecanarias.org/empleo/sce/principal/areas_tematicas/empleo/discapacidad/centros_especiales_empleo.html 
60 https://datosabiertos.jcyl.es/web/jcyl/set/es/economia/centros-especiales/1284838746851 
61 https://analisi.transparenciacatalunya.cat/Treball/Registre-de-Centres-Especials-de-Treball-a-Catalun/pr46-nkms/about_data 

http://www.labora.gva.es/es/cenespemp
https://reservadecontratos.navarra.es/es/directorio-empresas
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Sin embargo ninguna de las CCAA más relevantes en cuanto al tamaño de su economía y de 

su sector público se encuentran entre ellas: Madrid, Andalucía y Cataluña por lo que las 

conclusiones que se pueden obtener en este sentido son limitadas. 

En el ámbito del presente informe, no se ha entrado a valorar los requisitos o metodología que 

se establecen, en cada uno de estos registros, para asignar la calificación a los CEEs de 

Iniciativa Social; si bien, se han encontrado diferencias entre la calificación del mismo 

centro en diferentes CCAA. A pesar de que la información disponible es muy limitada se han 

encontrado varios casos en los que la misma empresa tiene la calificación de CEE de Iniciativa 

Empresarial en una CCAA y la calificación de CEE de Iniciativa Social en otras. Esto puede 

deberse a varios motivos como la diferente frecuencia de actualización de la información 

disponible o la conversión de CEEs para obtener la calificación de CEEs de Iniciativa Social.  

Sin embargo, otro posible motivo de estas diferencias es la falta de habilitación 

normativa, o la no homogeneidad en cuanto a la regulación de los registros y las 

dificultades propias del seguimiento y control de la calificación derivadas de la 

imprecisión de la definición. Así han podido producirse algunos casos, en los CEEs con 

estructuras corporativas que podrían ser calificables como de Iniciativa Social puedan tener la 

condición de CEEs de Iniciativa Social reconocida en algunas CCAA y en otras no, por la 

aplicación de criterios diferentes o por encontrarse incursos en procesos de obtención de la 

calificación de diferente duración. Además, es razonable pensar que se podrían encontrar 

muchas más diferencias si se pudiese analizar la información de todos los registros. 

En lo que se refiere la presente trabajo, la no disponibilidad de esta información ha podido 

afectar a la precisión de la clasificación de los adjudicatarios en función de su calificación 

como CEE de Iniciativa Social o CEE de Iniciativa Empresarial ya que en muchos casos ha 

tenido que utilizarse la información publicada de las propias páginas webs de dichos 

adjudicatarios para tomar una decisión de clasificación. 

Por todo ello, consideramos que  para que los efectos de la reserva de contratación se puedan 

materializar, es fundamental que exista una regulación y mecanismos homogéneos, 

ágiles y transparentes en todo el Estado para la comprobación de que los operadores 

cumplen con los requisitos impuestos por la legislación y en especial el cumplimiento y 

acreditación de la condición de CEE de Iniciativa Social. Y para ello, los registros de Centros 

Especiales de Empleo de las Comunidades Autónomas son el instrumento mínimo necesario 

para otorgar las acreditaciones que garanticen el cumplimiento de los preceptos legislativos 

relativos a la reserva de contratos a CEE y el registro de aquéllos operadores que cumplen 

con tales requisitos de forma inequívoca. 

Sin embargo, y pese a haber sido reconocida públicamente la necesidad de establecer unos 

requisitos comunes que sean de aplicación por todas las CCAA para la creación, calificación y 

registro de los CEE62, hasta el momento no se ha producido el desarrollo reglamentario que 

regule el funcionamiento de los registros autonómicos. Es por ello que, en materia de 

contratación pública, y particularmente en los concursos reservados a CEE Iniciativa Social, en 

la actualidad corresponde a las mesas de contratación la comprobación sobre si la entidad 

 
62  https://www.mineco.gob.es/stfls/mineco/economia/gum/ficheros/Empleo_Centros_Especiales_de_Empleo2.pdf 

https://www.mineco.gob.es/stfls/mineco/economia/gum/ficheros/Empleo_Centros_Especiales_de_Empleo2.pdf
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licitante reúne, o no, los requisitos legales para participar en esa licitación (entre ellos, ser CEE 

de Iniciativa Social) y el mantenimiento de tales requisitos durante toda la vigencia del 

contrato. Dicha inseguridad jurídica hace que no sea infrecuente tampoco encontrar recursos 

que paralizan los procedimientos largos períodos o incluso acaban en un desistimiento 

debido a las reclamaciones que realizan algunos operadores económicos cuando no 

están de acuerdo en la calificación que obtienen. 

Con todo ello, y aunque no se ha analizado exhaustivamente la situación en todas las CCAA, 

parece evidente que, en términos generales, la situación en 2023, aunque se han podido 

constatar algunos avances, sigue siendo similar a la de 2020, lo cual no facilita la 

competencia, ni el crecimiento de los operadores económicos, ni su expansión geográfica, ya 

que se encuentran con un mercado nacional muy fragmentado, con requisitos de registro 

diversos y no homogéneos. 

Esa falta de regulación, ha permitido que, desde su creación, se hayan venido produciendo 

diferentes soluciones desde algunas CCAA en relación con el reconocimiento de la calificación 

del CEEs de Iniciativa Social, ello pese a la compleja interpretación de una definición que 

incorpora una serie de conceptos jurídicos indeterminados de difícil verificación, control y 

seguimiento, incrementando, más si cabe, la diversidad de criterios y las diferencias entre 

Comunidades Autónomas  

Para finalizar resumimos las principales recomendaciones respecto a la verificación de la 

condición de los Centros Especiales de Empleo de los operadores económicos: 

1. Realizar los desarrollos legislativos necesarios que limiten la inseguridad jurídica 

existente en materia de calificación de los Centros Especiales de Empleo, regulando el 

funcionamiento de los registros de las CCAA. 

2. Unificar la información que las CCAA ofrecen respecto a los CEE, así como de los 

criterios para otorgar las acreditaciones y la vigencia de las mismas, contribuiría a la 

eficiencia en el proceso de contratación y a la transparencia del mismo. 

3. Mejorar la calidad de los datos ofrecidos de forma pública incluyendo algunos 

datos mínimos con carácter obligatorio, como pueden ser el NIF de la entidad para 

garantizar su identificación única y su calificación como CEE de Iniciativa Social o 

como CEE de Iniciativa Empresarial. 

4. Publicar la información desagregada que recopila el SEPE en el ejercicio de sus 

funciones. Para mitigar la falta de información y transparencia actual podría hacerse 

pública la información desagregada de la categorización de los CEE de la que dispone 

el SEPE y cuyos datos agregados se han utilizado en la presente evaluación. 

5. Ofrecer información explícita, unificada y homogénea acerca de los requisitos y 

factores que acreditan, en todo caso, el cumplimiento de lo previsto en el artículo 

20 de la Directiva 2014/24/UE, permitiendo con ello el acceso a otros operadores 

económicos, no sólo a los españoles, dotaría de mayor eficiencia, transparencia y 

seguridad jurídica al proceso de contratación. 

6. Crear un Registro Estatal de Centros Especiales de Empleo que “aplicase 

requisitos comunes que sean de aplicación por todas las CCAA para la creación, 
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calificación y registro de los Centros Especiales de Empleo”, tal y como recomendó ya 

en el año 2014 la Secretaría del Consejo para la Unidad de Mercado63. 

Efectos observados sobre la competencia en el mercado 

Dentro del marco de este informe, partimos de la premisa de que un aumento en la 

competencia conduce a una mejora en el rendimiento económico, promueve la 

innovación, brinda mayores oportunidades para los ciudadanos y disminuye los costes 

de los servicios en general. Esta premisa está respaldada por las evidencias proporcionadas 

por numerosas investigaciones de la academia o las propias instituciones internacionales 

como OCDE64, Banco Mundial65 o la misma Unión Europea66. 

Sin embargo, los gobiernos, incluso estando de acuerdo con el principio anterior, en ocasiones 

desarrollan políticas que intervienen los mercados con regulaciones que alteran la conducta de 

los operadores económicos con diferentes propósitos, que siempre buscan un fin superior. 

Entre las múltiples razones que pueden justificar este tipo de intervenciones está la que nos 

ocupa en esta evaluación, estos es, la defensa y fomento del empleo de las personas con 

discapacidad, desarrollada a través de la regulación de los contratos reservados en la 

Disposición Adicional Cuarta de la LCSP. 

Tal y como se ha valorado en evaluaciones anteriores, la búsqueda de ese beneficio superior 

en este caso, parece que no ha tenido en cuenta los posibles efectos negativos que 

pudieran derivarse de la aplicación de la medida. Y en particular, uno de estos efectos 

negativos es la distorsión que se produce innecesariamente sobre la competencia en el 

mercado.  

En el caso de la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP, no existe, o al menos no es 

público, ningún estudio de evaluación del impacto de la introducción de la medida por 

parte del encargado de desarrollar esta política. Tan sólo se conoce la ya citada 

supervisión del cumplimiento de los preceptos de la medida por parte de OIReScon pero cuyo 

objetivo no es el de valorar el efecto que se produce sobre la competencia. Sin embargo sí se 

han producido manifestaciones más o menos firmes por parte de organismos de supervisión 

de la competencia como la CNMC o la ACCO que también ha sido citadas en otros apartados 

del informe y que cuestionan la necesidad de restringir el acceso a la reserva de 

contratación a solo un determinado perfil de operadores (CEE de iniciativa social y empresas 

de inserción) dentro del universo de entidades que acometen fines de integración de personas 

vulnerables, para conseguir el fin que promueve la medida. 

Esta es precisamente la tesis principal que han defendido los trabajos de evaluación 

realizados por CONACEE desde el año 2019 y que vamos a complementar con el análisis de 

lo observado en el periodo 2021-2023 y que demuestra, de nuevo, que hay una serie de 

elementos que evidencian que existe una mayor restricción de la competencia desde la 

introducción de la LCSP en abril de 2018 en los que se refiere a los contratos 

reservados: 

 
63 http://www.mineco.gob.es/stfls/mineco/economia/gum/ficheros/Empleo_Centros_Especiales_de_Empleo2.pdf 
64 https://www.oecd.org/competition/the-relationship-between-competition-and-innovation.htm 
65 https://documents1.worldbank.org/curated/en/640191467990945906/pdf/104806-REPF-Transforming-Markets-Through-Competition.pdf 
66 https://www.europarl.europa.eu/RegData/docs_autres_institutions/commission_europeenne/com/2023/0184/COM_COM(2023)0184_EN.pdf 

http://www.mineco.gob.es/stfls/mineco/economia/gum/ficheros/Empleo_Centros_Especiales_de_Empleo2.pdf
https://www.oecd.org/competition/the-relationship-between-competition-and-innovation.htm
https://documents1.worldbank.org/curated/en/640191467990945906/pdf/104806-REPF-Transforming-Markets-Through-Competition.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/docs_autres_institutions/commission_europeenne/com/2023/0184/COM_COM(2023)0184_EN.pdf
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• Reducción del número de operadores: Podemos afirmar que, en general, cuanto 

mayor sea el número de empresas en un mercado, menores serán las inquietudes del 

regulador sobre su poder en dicho mercado. En el análisis realizado en el periodo 

2021-2023 se observa que el número de empresas diferentes que compiten por los 

contratos reservados no sólo no creció con las mismas tasas que el número de 

contratos licitados y adjudicados (ver tabla 1 y figura 43), sino que además cada 

año ha crecido más despacio o incluso a decrecido.  

Reforzando esta observación, la tasa de diversidad de adjudicatarios ha decrecido 

de forma consistente a lo largo de los 3 años estudiados (desde el 67,74% en 2020 

hasta el 47,47% en 2023), lo que indica que el número de empresas que compiten es 

sustancialmente menor y por tanto se está produciendo una creciente concentración de 

las adjudicaciones en un menor número de operadores. Este efecto además se 

maximiza cuando se observan de forma independiente determinados mercados 

regionales o locales. 

• Alteración del peso y de la tipología de los Centros Especiales de Empleo: En el 

periodo 2021-2023 se ha producido un brusco cambio de tendencia en el crecimiento 

tanto en el número de CEEs de Iniciativa Social como en su número de empleados, a 

la vez que se ha reducido la contribución de los CEEs de Iniciativa Empresarial en 

ambos indicadores. Es razonable pensar, a la vista de los datos, que los beneficios de 

los que disfrutan los CEEs de Iniciativa Social en la contratación pública haya 

sido un factor determinante en este cambio de tendencia, ya que en el periodo 

anterior los CEE de Iniciativa empresarial presentaban tasas de crecimiento superiores 

y lideraban la creación de empleo para personas con discapacidad (ver figura 1). 

Lo que no está claro es que este evidente perjuicio para los CEEs de Iniciativa 

Empresarial haya redundado en algún beneficio para las personas con discapacidad. 

De hecho, a la vista de los datos, cabe preguntarse si en vez de la generación de una 

mayor cantidad de empleo, lo que ha provocado es un efecto de trasvase del mismo 

empleo desde los CEE de Iniciativa Empresarial hacia los CEE de Iniciativa Social 

o incluso de conversión determinados CEE de Iniciativa Empresarial en CEE de 

Iniciativa Social. Esta última cuestión ha podido evidenciarse a través del análisis de 

los Registros de CEE de las CCAA de Galicia y País Vasco donde un número 

significativo de centros que tenían al calificación de iniciativa empresarial en 2020 

aparecen en 2023 como CEEs de Iniciativa Social. 

• Elevado número de contratos no adjudicados: La proporción de los procedimientos 

que han finalizado en una no adjudicación del contrato en el periodo 2021-2023 se 

mantiene en valores elevados tal y como se había observado en periodos anteriores de 

análisis. En algunos informes como el citado de la JCCA se pide que se realice un 

análisis, en este caso en las Islas Canarias, de causas que motivan esta circunstancia 

y que se trabaje para que no vuelva a suceder. Las causas raíz podrían ser diversas, 

pero, a partir de los datos de la presente evaluación podemos apuntar que en la 

mayoría de los casos, se observa una falta de competencia en los 

procedimientos, lo cual en gran medida podría atribuirse a la limitación de la reserva a 
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CEEs de Iniciativa Social. Es razonable pensar que el elevado número de 

procedimiento que finalizan sin poder adjudicarse podría deberse a que en algunos 

territorios no hubiese oferta de operadores suficiente con la calificación de CEEs de 

Iniciativa Social para cubrir los servicios demandados por las autoridades contratantes. 

De nuevo puede concluirse que esta situación representa un perjuicio innecesario al 

colectivo al que se pretende beneficiar además de un uso ineficiente de los recursos 

públicos ya que la figura de la reserva es una obligación legal y no una opción. 

• Elevado número de contratos adjudicados sin concurrencia: El número de 

contratos que en el periodo 2021-2023 se han adjudicado existiendo una única oferta 

se ha mantenido en valores muy elevados, por encina del 53% todos los ejercicios (ver 

figura 42). Esta cuestión, en gran medida podría atribuirse también a las 

limitaciones de la reserva de contratación introducidas en 2018 y sin duda tiene 

numerosos efectos negativos. La limitación de la posibilidad de elección por parte de 

las autoridades públicas que se produce es perjudicial para los intereses de la 

sociedad en general, que no obtiene el máximo valor posible de los recursos públicos. 

Esto se constata en que en número muy elevado de estos casos el precio por el que se 

adjudica el contrato es prácticamente el mismo que el estimado en el anuncio mientras 

que en los procedimientos en los que hay mayor concurrencia el precio de adjudicación 

tiende a presentar una mayor rebaja con respecto a la estimación inicial de la autoridad 

contratante. Siendo el caso extremo País Vasco donde la media de ofertas por 

procedimiento es de 1,27 y la reducción del precio del 5% cuando la cifra debería 

superar el 10%, superando las 4 ofertas por procedimiento para estar en las cifras 

medias de la contratación pública nacional. 

• Mayor concentración de la producción: El grado en el cual se concentra la 

producción en manos de unas pocas empresas en el mercado ha crecido en el periodo 

2021-2023 y observamos que crece tanto el número de empresas que tienen éxito en 

la consecución de nuevos contratos como el número de empresas que consiguen 

múltiples contratos en el mismo ejercicio. Este efecto se magnifica, al igual que ocurría 

en periodos anteriores, cuando se observa esta concentración a nivel regional o local. 

Es necesario recordar que cuando se concentra un elevado poder de mercado en 

un conjunto de operadores, este mercado no es menos ineficiente si estos 

operadores son de Iniciativa Social que si lo son de Iniciativa Empresarial. Lo 

deseable en cualquiera de los casos es que esta concentración no llegue a producirse 

y que en caso de que se produzca, una vez detectada, se puedan poner los medios 

para mitigarla y revertirla. 

Tal y como hemos apuntado, en cualquier intervención pública debería garantizarse que el 

resultado de los beneficios de la regulación supere a los costes de los efectos negativos y en 

caso de que se detecten efectos negativos lo coherente es evaluar qué opciones 

alternativas existen que cumplan con los objetivos principales y la vez tengan el menor 

impacto negativo posible.  

En este caso concreto, y a la vista de los datos recogidos, resulta evidente que los efectos 

beneficiosos de un mayor número de contratos licitados con reserva para Centros 
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Especiales de Empleo provienen de las obligaciones sobre mínimos de contratación 

impuestas por la reserva para entidades que promueven el empleo de personas con 

discapacidad, y, en absoluto, por la limitación a la tipología de los Centros Especiales 

de Empleo que acceden a los contratos. Es por ello que los efectos negativos observados 

sobre la competencia podrían ser subsanables sin afectar al beneficio perseguido por la 

intervención en el mercado que supone la reserva de contratación. 

Parece claro, tal y como se concluyó en informes anteriores, que eliminar la limitación del 

acceso a los contratos reservados por parte de los Centros Especiales de Empleo de 

Iniciativa Empresarial, cumpliría estas premisas: por una parte, se garantizaría el fomento 

de la inserción laboral de las personas con discapacidad, tal y como pretende la Directiva 

2014/24/UE, y por otra, se eliminaría una restricción innecesaria de la competencia, que 

parece estar perjudicando tanto a los operadores económicos, como las autoridades públicas 

y, por ende, a los ciudadanos y que además se pone en cuestión desde las autoridades de 

vigilancia de la competencia. 

Dicho de otra forma, se evidencia una vez más que la limitación adicional respecto a la 

anterior TRLCSP, basada en la titularidad de los Centros Especiales de Empleo –la de los de 

Iniciativa Social-, representa una distorsión en el mercado sobre la que no se aprecian 

evidencias de que genere beneficio alguno para la sociedad, ni para la economía y, sin 

embargo, sí se observan importantes efectos negativos, incluso limitaciones al 

cumplimiento de los fines cuya introducción amparaba la Directiva 2014/24/UE. 

Por tanto, a la vista de las evidencias recogidas en la presente evaluación se concluye, al igual 

que en 2019 y 2020, que la legislación sobre la reserva de contratos podría mejorar 

eliminando la limitación impuesta actualmente a los CEEs de Iniciativa Empresarial. Sin 

embargo en esta edición, la citada conclusión está respaldada por unos indicadores que 

tienen una mayor solidez debido a que modelan lo ocurrido en un periodo más largo de 

tiempo con unas bases metodológicas similares. 

Esta corrección tendría efectos beneficiosos sobre los tres actores afectados que han sufrido 

efectos negativos y aparentemente ningún beneficio derivado de la restricción adicional que 

impone la DA 4 de la LCSP en el acceso a los contratos reservados: 

(1) Por una parte corregiría el impacto negativo que afecta a las autoridades públicas y, 

por tanto, a los intereses de los ciudadanos, ya que las condiciones restrictivas de la 

formulación de la reserva han limitado la capacidad de elección, e incluso han 

obligado a dejar de prestar algunos servicios, los cuáles no han podido ser 

adjudicados por falta de ofertas u operadores que cumpliesen todas las condiciones. 

En otros casos, el elevado número de contratos adjudicados al único licitador que se 

ha presentado tiene además una gran probabilidad de haber generado un impacto 

negativo sobre los precios y la calidad del servicio prestado que también podría 

corregirse con una mayor competencia en los procedimientos. 

(2) Por otra parte, corregiría el impacto negativo más evidente y notorio, que es el que 

afecta a los CEEs de Iniciativa Empresarial, ya que han visto como su capacidad de 

concurrir a nuevos contratos se ha limitado. En el periodo 2021-2023 ha sido a muy 
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bajo el porcentaje de contratos reservados de los que han sido adjudicatarios este tipo 

de CEEs y en esta evaluación además ha podido observarse el impacto negativo en el 

crecimiento tanto en el número de operadores como en el número de trabajadores de 

estos centros. El carácter plurianual de muchos contratos, junto con el efecto 

acumulativo de la exclusión del acceso a la contratación pública durante varios años 

podrían ser las principales causas por la que este descenso haya tardado en 

manifestarse más que otros efectos de los encontrados en esta evaluación. 

(3) Finalmente se podría mejorar el impacto positivo que la reserva tiene en la integración 

laboral de las personas con discapacidad. Por una parte podría reducirse gracias a una 

mayor competencia y disponibilidad de operadores capaces de prestar los servicios el 

elevado número de contratos que no ha sido adjudicado y que representa un perjuicio 

innecesario para el colectivo de personas con discapacidad y que además va en 

contra del objetivo del artículo 20 de la Directiva 2014/24/UE. Presumiblemente se 

reduciría también la litigiosidad en los procedimientos con lo que las adjudicaciones 

podrían ser más ágiles. Por otra parte, ofrecería una nueva vía de crecimiento a los 

CEEs de Iniciativa Empresarial, los cuáles habían demostrado una mayor capacidad de 

generar empleo para las personas con discapacidad hasta que se introdujo la reforma 

legislativa. 

Nada parece indicar que el cambio que mejoraría la competencia en los procedimiento 

pudiese de algún modo revertir el efecto positivo de la mayor cantidad de puestos de trabajo 

asociado a la mayor cantidad de contratos públicos. Este efecto ya venía produciéndose antes 

de la introducción de la DA4 de la LCSP por lo que se puede atribuir a las obligaciones de 

reserva impuestas a las autoridades contratantes, pero no para razonable pensar que se deba 

en ningún caso a la limitación en el acceso a los contratos a determinados operadores 

económicos.  
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Anexo I: Metodología de evaluación 

La metodología empleada en la evaluación 2021-2023 contiene algunas mejoras respecto a la 

utilizada en ediciones anteriores, aunque siempre manteniendo la compatibilidad con las 

decisiones tomadas en las mismas, con el fin de que las observaciones resulten comparables. 

Las evaluaciones de impacto son estimaciones que modelan una situación para observar y 

analizar los efectos de las decisiones tomadas por los legisladores o autoridades públicas. Es 

por ello, que las limitaciones del análisis realizado necesitan ser explicadas convenientemente 

para la correcta interpretación de los resultados. De forma general, cabe realizar las siguientes 

consideraciones respecto a la metodología de evaluación empleada en este trabajo: 

• se realiza una comparación de la situación “antes y después”, también conocida como 

“comparación previa-posterior” o “comparación reflexiva”. Se trata de un seguimiento 

de los cambios en los resultados a lo largo tiempo, utilizando mediciones antes y 

después de la entrada en vigor de la legislación. 

• cuando se recurre a estimaciones, las cifras de las estimaciones realizadas son 

razonablemente conservadoras. 

• los conjuntos de datos utilizados como base del análisis se han construido con datos 

abiertos, puestos a disposición de la ciudadanía por las administraciones públicas en el 

ejercicio de sus funciones y a los que puede tener acceso cualquier persona. 

• los datos utilizados están sujetos a las limitaciones descritas en los apartados 

correspondientes e inherentes a la calidad general de los datos públicos abiertos y 

reutilizables en materia de contratación pública. En esta línea se manifiesta la Oficina 

Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación (OIReScon) en las 

notas metodológica de sus informes especiales de supervisión relativos a la 

contratación estratégica67. 

• para las tareas de análisis se han seguido las recomendaciones de las herramientas 

para la evaluación de la competencia de la OCDE68. 

• se ha construido un detallado conjunto de datos con los contratos cuya información de 

adjudicación ha sido publicada durante los años 2021, 2022 y 2023, incluyendo los 

contratos menores publicados en la PCSP. 

• se ha utilizado el conjunto de datos construido en las ediciones de 2019 y 2020 con 

una metodología equivalente para realizar comparaciones interanuales y análisis de las 

tendencias observadas en las variables que son comparables. 

• se han construido conjuntos de datos menos exhaustivos con los anuncios que 

contienen contratos reservados que fueron publicados durante 2017 y 2018. 

• se han construido una serie de indicadores para los años 2017, 2018, 2019 y 2020 que 

permitan comparar la situación actual con la existente antes de la entrada en vigor de 

la reforma legislativa. 

 

 
67 https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Oirescon/Paginas/ies.aspx 
68 https://www.oecd.org/daf/competition/assessment-toolkit.htm 

https://www.hacienda.gob.es/es-ES/Oirescon/Paginas/ies.aspx
https://www.oecd.org/daf/competition/assessment-toolkit.htm
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• los indicadores de 2017 y 2018 son cifras muy conservadoras, ya que, en la mayor 

parte de los casos, no contemplan que en un mismo anuncio se publican en ocasiones 

múltiples contratos. 

• el análisis de los adjudicatarios no tiene en cuenta las posibles vinculaciones 

societarias y/o del grupo corporativo socioeconómico y considera cada NIF observado 

como un operador económico independiente. 

• el análisis de las autoridades contratantes agrupa los compradores con el mismo NIF, 

lo que tiene un efecto agregador en autoridades públicas, como puede ser el caso de 

los gobiernos regionales donde muchas unidades administrativas con presupuestos 

independientes operan con un mismo NIF. 

• las muestras de contratos analizados no pueden considerarse completas, aunque sí 

ampliamente representativas. Esto se debe a las dificultades existentes para localizar 

las licitaciones que se publican con información sobre la reserva de contratación de 

forma sistemática, y de que no todas las autoridades públicas cumplen aún con los 

preceptos de información en la publicación ni en sus perfiles del contratante ni cuando 

lo hacen como datos abiertos. 

• con el fin de clasificar los diferentes adjudicatarios en los contratos en CEEs de 

Iniciativa Social o CEE de Iniciativa Empresarial, se ha acudido en primer lugar a 

consultar los registros de Centros Especiales de Empleo que publican las CCAA. A 

fecha del informe se ha podido trabajar con la información que proporcionan 7 CCAA 

en sus registros públicos acerca de la calificación que otorgan a los CEEs en función 

de la titularidad de su organización societaria. Los restantes, a falta de referencia 

pública acreditada se ha procedido a clasificarlos a partir de la información disponible 

en el Registro Mercantil, según el criterio empleado por el SEPE, documentado en 

respuestas parlamentarias como la 184/10996 y la información publicada por las 

propias entidades en sus páginas web.  
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Conjunto de Datos de 2021-2023. Definición de la muestra 

Como en ediciones anteriores, en la primera fase de los trabajos se ha procedido a construir 

un conjunto de datos que agrupase las licitaciones públicas que restringen la competencia a 

los operadores económicos que cumplen con los requisitos de la Disposición Adicional Cuarta 

de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público.  

Esto ha sido necesario porque no se ha podido localizar ningún conjunto de datos que agrupe 

las licitaciones públicas necesarias para realizar la evaluación de impacto objetivo del informe. 

Sí se ha podido constatar, a través de referencias indirectas, que algunas organizaciones han 

construido o están trabajando en la construcción de conjuntos de datos similares pero con 

diversas metodologías y propósitos. Es el caso al menos de la Generalitat de Cataluña, el Foro 

de la Contratación responsable69 y la propia OIReScon, aunque en ninguno de estos casos el 

conjunto de datos está disponible de forma pública y reutilizable. 

Este conjunto de datos se ha construido a partir de los datos abiertos que publican las 

administraciones públicas en cumplimiento de sus obligaciones y que en la mayor parte de los 

casos no incluyen un campo o atributo que permita filtrar con facilidad los contratos objeto de 

estudio. Por tanto, ha sido necesaria una combinación de técnicas de Inteligencia Artificial y 

Procesamiento del Lenguaje Natural junto con una importante cantidad de trabajo manual para 

eliminar y cotejar errores en la extracción de los datos de las observaciones. Se han utilizado 

múltiples ciclos de revisión con el fin de minimizar los errores, que, en cualquier caso, no 

afectarían al conjunto de las conclusiones, ya que se basan en el análisis de tendencias, 

evoluciones y estadísticas resilientes a estos potenciales errores. 

El conjunto de datos construido contiene una muestra muy amplia del universo formado por los 

contratos sobre los que se ha publicado información de adjudicación entre el 1 de enero 

de 2021 y el 31 de diciembre de 2023 y tiene las siguientes características: 

• Incluye aquellos contratos que, en cumplimiento de lo establecido en el párrafo 2 de la 

Disposición Adicional Cuarta de la LCSP: “En el anuncio de licitación deberá hacerse 

referencia a la presente disposición”, incluyen algún tipo de mención, cualquiera que 

sea, a la reserva de la contratación. Dado que el objetivo es obtener una muestra lo 

más amplia posible, en esta edición se ha trabajado para mejorar el sistema de 

búsqueda basado en técnicas avanzadas de procesamiento del lenguaje natural e IA. 

• Incluye los contratos cuyo anuncio de adjudicación ha sido publicado en el periodo de 

análisis aunque la formalización efectiva del contrato haya sido en otro periodo anterior. 

• Considera cada contrato como una observación independiente, es decir, si un mismo 

anuncio de adjudicación incluye información de varios contratos correspondientes a 

sus respectivos lotes, se han incluido tantas observaciones como contratos se han 

adjudicado. 

• Si en el mismo anuncio se incluye información de contratos sujetos a reserva y 

contratos sin limitación de la concurrencia, se descartan estos últimos y solo se 

 
69 http://www.conr.es/ 

http://www.conr.es/
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incluyen como observaciones aquellos contratos que correspondan con lotes que estén 

afectados por la reserva. 

• Se han incluido en la muestra contratos reservados a Centros Especiales de Empleo 

que en el anuncio no mencionan explícitamente la expresión “de Iniciativa Social” y/o 

que no mencionan la Disposición Adicional Cuarta de la LCSP. 

• No se han considerado aquellos contratos que puedan haber explicitado la información 

de la reserva en los pliegos administrativos, pero no en el anuncio publicado en el perfil 

del contratante u otras plataformas. 

• Para localizar y seleccionar los anuncios se han utilizado las múltiples variantes que 

utilizan las comunidades autónomas para referirse a los Centros Especiales de 

Empleo: “Centros Especiales de Empleo”, “Centros Especiales de Trabajo”, “Centres 

Especials d'ocupació”, “centres especials de treball”, “Centros Especiais de Emprego”, 

“Enplegu-zentro berezien”, etc. o sus correspondientes abreviaturas o acrónimos. 

• No se incluyen como observaciones aquellos contratos que incluyen la obligación de 

subcontratar a Centros Especiales de Empleo, pero en los que el adjudicatario puede 

ser una compañía mercantil de cualquier otro tipo. 

• No se incluyen como observaciones los anuncios de modificaciones de contratos 

adjudicados a Centros Especiales de Empleo o las prórrogas de contratos que hayan 

sido adjudicados en periodos anteriores. 

• Se incluido como observaciones aquellos contratos que al menos en una plataforma 

incluyen la información sobre la reserva, aunque en otras no lo hagan. 

• Cuando un procedimiento ha cambiado de adjudicatario, por ejemplo porque ha habido 

un recurso, y existen dos anuncios de adjudicación para el mismo procedimiento se ha 

considerado sólo el último de los disponibles. 

• Se han corregido gran cantidad de errores en los que existía una contradicción entre la 

información publicada en el anuncio y la información de los pliegos publicados por la 

autoridad contratante (importes, limitaciones de la reserva, etc.) 

Aunque las entidades locales tienen una representación mayor que en ediciones anteriores, 

podrían estar infrarrepresentadas en el conjunto de datos debido a que aún publican en menor 

medida los datos de su perfil del contratante como datos abiertos, por ejemplo: a través de la 

Plataforma de Contratación del Sector Público. En particular, un número significativo de 

contratos menores podría no estar considerándose aunque su presencia es mayor debido a un 

mayor uso de la PCSP. 

Se trata por tanto de un conjunto de datos, a pesar de sus limitaciones, comparable al 

construido y analizado para las evaluaciones realizadas en los años 2019 y 2020. 

Los atributos de los contratos incluidos como observaciones proceden tanto de la extracción 

de información publicada en las fuentes de licitación pública, como del enriquecimiento con 

variables obtenidas de otras fuentes de datos, o de cálculos realizados a partir de las variables 

anteriores. Las principales variables extraídas, algunas de las cuáles se desglosan en varios 

campos, para cada una de las observaciones son: 

• Url del anuncio donde se publica la información de adjudicación del contrato. 
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• Título y objeto del anuncio publicado por la autoridad contratante. 

• Número de expediente del contrato utilizado por la autoridad contratante. 

• Fecha de publicación del anuncio de licitación en el que se incluye la información de la 

adjudicación del contrato. 

• Operador económico que ha resultado adjudicatario. 

• Número de ofertas recibidas durante el proceso de licitación. 

• Autoridad contratante que adjudica el contrato. 

• Comunidad Autónoma de prestación del servicio. 

• Códigos CPV bajo los que se anuncia el contrato. 

• Importe económico por el que ha sido licitado el contrato. 

• Importe económico por el que ha sido adjudicado el contrato. 

• Origen de la publicación donde se localizó el contrato 

Las principales fuentes de información de licitaciones públicas que se han utilizado para 

construir el conjunto de datos son: 

• TED70: Suplemento al Diario Oficial de la Unión Europea. 

• PCSP71: Plataforma de Contratación del Sector Público. 

• Plataformas de Contratación de las Comunidades Autónomas: Cataluña72, País 

Vasco73, Andalucía74, Galicia75, Madrid76, etc. 

Sin tener en cuenta las diferentes formas empleadas por las CCAA para referirse a los CEEs 

en las lenguas cooficiales (centres especials de treball, centros especiais de emprego, etc), las 

principales fórmulas observadas para expresar la reserva de los contratos en los anuncios de 

licitación en este periodo son similares a las de anteriores evaluaciones, aunque haya 

cambiado la frecuencia en que se detectan unas y otras: 

• “Contrato reservado a Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social y empresas 

de inserción” sin mencionar explícitamente la Disposición Adicional Cuarta como por 

ejemplo en el contrato de servicios de cocina de las tres Escuelas de titularidad 

municipal del Primer Ciclo de Educación Infantil en Avilés (Asturias)77 adjudicado en 

2021 o el contrato del servicio de control de acceso y portería de distintos centros y 

dependencias adscritas a los servicios sociales municipales del Ayuntamiento de 

Sevilla78 adjudicado en 2023 

• “Contrato reservado a Centros Especiales de Empleo” sin mencionar explícitamente la 

DA 4ª, ni la tipología de centros a los que afecta la reserva como por ejemplo en el 

contrato Servicio de Limpieza de la Sede Corporativa de la Sociedad de gestión de 

 
70 https://ted.europa.eu/ 
71 https://contrataciondelestado.es 
72 https://contractaciopublica.gencat.cat/ 
73 http://www.contratacion.euskadi.eus/ 
74 http://www.juntadeandalucia.es/temas/contratacion-publica.html 
75 https://www.contratosdegalicia.gal/ 
76 https://contratos-publicos.comunidad.madrid/ 
77 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=CXqQlpgNySSiEJrVRqloyA%3D%3D 
78 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=ffiUfFYNbeWmq21uxhbaVQ%3D%3D 

https://ted.europa.eu/
https://contrataciondelestado.es/
https://contractaciopublica.gencat.cat/
http://www.contratacion.euskadi.eus/
http://www.juntadeandalucia.es/temas/contratacion-publica.html
https://www.contratosdegalicia.gal/
https://contratos-publicos.comunidad.madrid/
https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=CXqQlpgNySSiEJrVRqloyA%3D%3D
https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=ffiUfFYNbeWmq21uxhbaVQ%3D%3D
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activos procedentes de la reestructuración bancaria, S.A79 adjudicado en 2023 o el 

contrato del servicio de conserjería de las instalaciones de mercados centrales de 

abastecimiento de Badajoz80 adjudicado en el año 2022. 

• Contrato reservado “según/conforme/de acuerdo a la Disposición Adicional Cuarta de 

la LCSP/Ley 9/2017” como por ejemplo el servicio para la conservación y 

mantenimiento del edificio sede del organismo autónomo Informática del Ayuntamiento 

de Madrid81 adjudicado en 2023 o el contrato de servicios de lavandería de vestuario 

laboral de MARE SA82 y que fue adjudicado en 2022. 

• “Contrato reservado a Centros Especiales de Empleo de Iniciativa Social y empresas 

de inserción” incluyendo además una mención explícita a la Disposición Adicional 

Cuarta como por ejemplo en el contrato de Contrato de limpieza y control de accesos 

del Ayuntamiento de Molina de Segura83 adjudicado en 2021 o el contrato del servicio 

de colaboración en la gestión del espacio destinado al acopio de materiales 

recuperados para su posible reutilización84 adjudicado por EMULSA en 2023 

Indicadores de 2017-2018 y 2019-2020 

En esta evaluación se han utilizado como referencia los indicadores construidos en las ediciones 

realizadas en 2019 y 2020 como elemento de comparación con los nuevos valores obtenidos para el 

periodo 2021-2023.  Recordamos que el alcance de los trabajos previstos en dichas evaluaciones de 

impacto no incluía una elaboración de unos conjuntos de datos para los años 2017 y 2018 tan 

exhaustiva y con tantas variables como para los conjuntos de los años 2019 y 2020. 

Por ello, es necesario precisar que el cuadro de indicadores que se ha utilizado para poder 

comparar la situación observada en 2019-2023 con la situación en 2018 y así mismo con la de 

2017 cuando estaba vigente la Disposición Adicional Quinta de la TRLCSP, se ha elaborado 

utilizando las mismas fuentes, pero omitiendo los últimos ciclos de revisión manual y de 

separación exhaustiva de los contratos. Los indicadores elaborados son: 

• número de anuncios previos publicados con reserva de contratación para CEEs 

• número de anuncios publicados con reserva de contratación para CEEs. 

• número de anuncios de adjudicación publicados con reserva de contratación para CEE. 

• número de contratos menores con reserva de contratación para CEEs. 

• número total de contratos. 

• número de contratos adjudicados. 

• número de contratos no adjudicados, por desistimiento, declaración de desierto u 

otros motivos. 

• número de contratos para los que no se han recibido ofertas 

• número de contratos para los que se ha recibido una única oferta 

 
79 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=9ujI1V0%2BBAmzz8fXU2i3eQ%3D%3D 
80 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=3CSNspXs3rnnSoTX3z%2F7wA%3D%3D 
81 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=W9J1WAWlIlJ7h85%2Fpmmsfw%3D%3D 
82 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=Ko3q%2B1qQ3XpvYnTkQN0%2FZA%3D%3D 
83 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=SRxS0dhmLFeXQV0WE7lYPw%3D%3D 
84 https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=ffiUfFYNbeWmq21uxhbaVQ%3D%3D 

https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=9ujI1V0%2BBAmzz8fXU2i3eQ%3D%3D
https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=3CSNspXs3rnnSoTX3z%2F7wA%3D%3D
https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=W9J1WAWlIlJ7h85%2Fpmmsfw%3D%3D
https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=Ko3q%2B1qQ3XpvYnTkQN0%2FZA%3D%3D
https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=SRxS0dhmLFeXQV0WE7lYPw%3D%3D
https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink%3Adetalle_licitacion&idEvl=ffiUfFYNbeWmq21uxhbaVQ%3D%3D
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• número de adjudicatarios diferentes que obtienen contratos reservados 

• número de adjudicatarios que siguen obteniendo contratos al año siguiente. 

• número de adjudicatarios que obtienen dos o más contratos. 

• número más alto de contratos obtenidos por un único adjudicatario. 


